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INTRODUCCION 
La libertad condicional es una medida alternativa a una pena privativa de libertad, 
como el arresto domiciliar, que contemplan el ordenamiento jurídico de nuestro 
país, donde es posible imponer la sentencia, cuando se cumplen ciertos requisitos 
establecidos en la ley, que le permite al condenado de un delito cumplir su sanción 
penal en libertad.   
Dentro de las facultades de los jueces de ejecución se encuentran: Regular el 
control jurisdiccional de la ejecución de las sanciones penales, la vigilancia 
penitenciaria, el seguimiento de las medidas de seguridad y establecer el 
procedimiento para la tramitación y resolución de los incidentes correspondientes. 
Garantizando la finalidad reeducativa de la imposición  de pena, y la reinserción en 
la sociedad de la persona condenada. 
El presente tema investigativo denominado: ³Análisis Jurídico del Incidente de 
/LEHUWDGFRQGLFLRQDOHQHO'HUHFKR3HQDO1LFDUDJHQVH”, tiene como objetivo 
determinar como se encuentra regulado el incidente de libertad condicional en la 
ley 745, ley de Beneficios y Ejecución jurisdiccional de la sanción penal, donde 
este beneficio, se encontraba inicialmente regulado por la  ley 473, Ley de 
Régimen Penitenciario, y Ejecución de la Pena, que regulaba la libertad 
condicional, que pedía los requisitos de las 2/3 partes de la penas, donde el 
condenado dentro del Sistema Penitenciario, debía cumplir con los requisitos de 
cumplir con los deberes y obligaciones de todo interno, respetar a las autoridades 
penitenciarias y además constar que el privado de libertad, ha mantenido buena 
conducta y reúne las condiciones personales adecuadas para ser reinsertado a la 
sociedad. Donde en esta ley, en su artículo 46, otorgaba los beneficios de libertad 
condicional, conforme al Código Penal. 
 
El Código Penal, señala la libertad condicional, en su artículo 96, a las penas de 
prisión que excedan de cinco años que cumplan con los requisitos solicitados, 
pero lo único que prohíbe es el beneficio de libertad condicional en los delitos de 
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abuso sexual cometidos contra menores de edad, contemplado en el artículo 181 
Código Penal,  específicamente a las personas que hayan cometido ese delito en 
la entrada en vigor de esta Código (Mayo 2008). 
 
Sin embargo, la nueva la ley 745, en su artículo 16, señala la libertad condicional, 
en los delitos de: terrorismo, secuestro extorsivo, tráfico y extracción de órganos y 
tejidos humanos, tráfico de migrantes ilegales, delitos relacionados con 
estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias controladas exceptuando el 
delito tipificado de tenencia en el Código Penal, lavado de dinero bienes o activos, 
tráfico ilícito de armas, fabricación, trafico, tenencia y uso de armas restringidas, 
sustancias o artefactos explosivos, tráfico ilícito de vehículos, crimen organizado, 
violencia doméstica o intrafamiliar, delitos contra la libertad e integridad sexual, 
delitos contra el orden internacional, robo con violencia o intimidación en las 
personas, robo agravado. 
 
En la presente investigación, se va realizar un estudio de las restricciones que ha 
impuesto la ley 745 para que los privados de libertad puedan obtener libertad 
condicional, a través de recopilación de Doctrina, Jurisprudencia, Documentos 
jurídicos de Leyes Penales, Constitucionales, y análisis de un expediente. 
También se realizara entrevista dirigida a Jueces de Ejecución, y operadores del 
Sistema Penitenciario. 
 
La presente investigación se encuentra compuesta de los siguientes capítulos: El 
primer capítulo abarca los Antecedentes de la ley penitenciaria de Nicaragua, el 
segundo capítulo contempla el Marco Jurídico Nacional del Sistema Penitenciario 
de Nicaragua, que contiene la Constitución política, leyes penitenciarias, Código 
Penal, y Procesal Penal de nuestro país. El tercer capítulo analiza el Marco 
Jurídico del Sistema Penitenciario de Nicaragua  en comparación con el Sistema 
de Guatemala, de tal manera que se realiza una comparación del Régimen 
Penitenciario del país Guatemalteco con el nuestro, y finalmente el Cuarto 
Capitulo contiene el Análisis de un expediente de Libertad Condicional.  
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DISEÑO METODOLÓGICO 
 
La investigación es de tipo Analítica, puesto que estos tipos de estudios tienen 
como objetivo analizar un evento y comprenderlo en término de sus aspectos 
menos evidentes y que pueden ser sometidos a análisis.  En este caso se realiza 
un análisis del Incidente de Libertad Condicional en el Derecho Penal 
Nicaragüense.  
Según el tiempo es Longitudinal, ya que se plantea una causa efecto, abordando 
el problema en diversos tiempos, desde la fecha de la aprobación de la Leyes 
Penitenciarias de nuestro país hasta nuestros días.  
 
- Instrumentos que se aplican 
Recopilación Bibliográfica. 
Se hizo una recopilación bibliográfica, referida al tema de estudio, consultando 
para ello los diferentes instrumentos jurídicos nacionales e internacionales de 
carácter Penal y específicamente, a aquellos que se refieran al Incidente de 
Libertad Condicional. 
Entrevista.  La cual, nos permite, conocer la opinión de especialistas en el tema 
relacionado, como es el caso de Jueces de Ejecución y Operadores de Justicia. 
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Capítulo I.   Antecedes del Sistema Penitenciario de Nicaragua. 
En el presente capitulo se abarcan las generalidades de la libertad condicional, 
así, como teoría evolucionistas, y fundamentos doctrinarios, también se presenta 
el origen de la libertad condicional, y la evolución históricas de las diferentes leyes 
penitenciarias, hasta la regulación de la ley actual. 
1.  Aspectos generales  
 
a. Libertad condicional 
La libertad condicional es definida por Osorio (1994) como el beneficio que se 
concede judicialmente a los condenados después que han cumplido determinada 
parte de su condena , y ha observado buena conducta, siempre que no se trate de 
reincidentes, y que se tengan a ciertas reglas relativas a la reincidencia, que debe 
cumplir. 
Algunos autores como Fernando de Córdobas sostiene que la condena 
condicional es una institución a favor de la humanidad, y que además posee la 
ventaja de no imponer penas privativas de libertad para delitos de poca sanción, 
ya que sí el reo no se ajusta a un buen comportamiento, se hace efectiva la 
sanción impuesta. Aquí se asemeja  con la libertad condicional, puesto que se 
vigila su  comportamiento (Solís Romero, 1984). 
Es decir, que la libertad condicional es una medida alternativa a una pena privativa 
de libertad, como el arresto domiciliar, que se contempla en el ordenamiento 
jurídico de nuestro país, donde es posible imponer la sentencia, cuando se 
cumplen ciertos requisitos establecidos en la ley, que le permite al condenado de 
un delito cumplir su sanción penal en libertad. Del mismo modo, esta figura es 
contemplada en ciertos sistemas legales, como una medida de rehabilitación, que 
le permite al condenado, después de cumplir una cierta proporción de la pena 
impuesta, y otros requisitos, terminar su condena en libertad, siempre y cuando 
cumplir las condiciones orientadas. 
 ³$QiOLVLV-urídico del Incidente de Libertad &RQGLFLRQDOHQHO'HUHFKR3HQDO1LFDUDJHQVH”         
 
 
Cabe mencionar, que estas reglas a que se refiere Osorio, es el hecho que el 
condenado condicional tiene el deber de cumplir ciertas reglas, como son el hecho 
de ir a firmar al juzgado correspondiente el día que el judicial le indique, hasta la 
finalización de su condena. También se les prohíbe volver a delinquir, puesto que 
si lo hacen de nuevo, o incumplen las medidas impuestas, automáticamente, el 
juez de Ejecución, tiene la potestad de revocar la libertad condicional de reo 
desobediente, y regresa el Sistema Penitenciario a cumplir su pena bajo encierro.  
b. Libertad Condicional y Condena Condicional 
La condena condicional es el beneficio de suspender la ejecución de la pena.  Se 
concede a favor del delincuente primario, siempre que se trate de delitos de 
escasa gravedad. Donde por regla general, si el delincuente beneficiado con la 
suspensión de la pena comete un nuevo delito, tendrá que cumplir la pena 
suspendida y la correspondiente al nuevo delito (Osorio, 1994, p. 840). Y la 
libertad condicional es el beneficio de abandonar la prisión que puede concederse 
a los penados en el último período de su condena,  y que está sometido a la 
posterior observancia de buena conducta (Diccionario de la Real Academia, 2002).  
También es necesario, saber distinguir entre ambas, donde, si bien las dos 
instituciones  tienen cierto contacto en lo que representa  una oportunidad para el 
reo, tomando muy en cuenta  al sujeto que ha delinquido, se  diferencian  por 
poseer  características propias y actuar a distinto tiempo. 
Así tenemos que en la suspensión condicional  al sancionado que no se encuentra  
privado  de su libertad en la ejecución o cumplimiento  de su pena, ya que como 
su propio nombre lo indica ha sido condenado condicionalmente. En  cambio, en la 
libertad condicional, el condenado ha cumplido en la cárcel una parte de la pena 
impuesta. Ambas instituciones se relacionan mucho ya que tienen la  finalidad 
atender más la responsabilidad del delincuente que al acto delictuoso. Esta 
decisión deberá ser fundada en la personalidad y buena conducta del sancionado 
en la naturaleza del delito en la circunstancia que lo han rodeado y demás 
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elementos que deberán servir para apreciar esa personalidad. A tal efecto el 
Juzgado puede solicitar las pruebas que crea pertinente (Solís Romero, 1984). 
Existen diferencias bastante pronunciadas entre libertad condicional y  suspensión 
o condena  condicional, para otorgarla esta última, conforme a nuestra legislación 
debe tomarse algunas exigencias de naturaleza jurídica que son verdaderas 
circunstancias atenuantes de la responsabilidad criminal que son: 
a) Que  sobre el procesado no haya recaído ninguna condena anterior por delito;  
b) Que su conducta anterior haya sido siempre buena ; 
c) Que la sumatoria de la personalidad del delincuente con la naturaleza  y  
modalidades del hecho, sean los motivos  determinados, subjetivamente para que 
el Juzgador tenga la certeza y convicción de que el sujeto ya no es peligroso  
socialmente   y no volverá a delinquir 
d) En cambio en la suspensión condicional no es necesario la pedagogía 
correctiva se trata de un sujeto re adaptable que desempeña con mayor  utilidad 
sus funciones dentro de la sociedad que en la cárcel. En la suspensión se trata de 
salvar a un hombre  o una mujer que vaya a la cárcel, se le quiere dar una 
oportunidad  en atención de sus buenos antecedentes y la pequeña  importancia 
del hecho realizado. (Solís Romero, 1984, p. 16). 
También en la suspensión o condena condicional, el Código Penal de Nicaragua 
establece como facultad del Juez para concederla, es decir es una facultad  y su 
aplicación la hace teniendo en cuenta la personalidad del  condenado, basando su 
concesión que esta personalidad de solvencia penal del condenado “Constituye 
una garantía que lo exime de la peligrosidad, sosteniendo más útil es su libertad 
que su encierro”. 
En  cambio, en la libertad condicional, se trata de un problema contrario, se está 
en  presencia de un sujeto que ha cometido un delito, que en el momento de 
cometerlo o antes constituyo un peligro  para la sociedad, de ahí que en seguridad 
de la misma se lo ha apresado, y se lo ha hecho  ejecutar una pena dentro de un 
régimen disciplinario, que debe actuar como una pena terapéutica correctiva, se 
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trata de curarlo de  reeducarlo luego conocer y apreciar el alcance  o a mejoría 
detenida del remedio  aplicado; y si existe una  presunción  de readaptación , se le 
concede la libertad en forma condicional, y si en verdad esta  rehabilitado en forma 
completa, mientras goza de la libertad restringida se lo deja bajo esa modalidad 
hasta el cumplimiento de la pena definitiva (Solís Romero, 1984, p. 16). 
Es importante, que el Estado emita normas jurídicas benévolas, para aquellas 
personas que por primera vez han delinquido, y que el delito cometido sea leve, 
además el hecho de evitar que entre en la cárcel una persona que comete un 
delito  de poco monto, hace que se salve en verdad de que se contamine con 
delincuentes habituales.  
También razono, que en nuestro ordenamiento jurídico se emitan leyes que 
también, les dé la oportunidad de gozar de libertad condicional, a aquellas 
persona, que aunque cometieron un delito grave, y pasaron varios años 
encerrados, y en proceso de reeducación, con el objetivo de meditar la mala 
acción que cometieron, y con el objeto de no delinquir nuevamente, donde las 
autoridades observaron en aquella persona buen comportamiento, q está por 
cumplir su pena, darle la oportunidad de gozar de libertad condicional, en su casa, 
pero comprometiéndose que no volverá a delinquir.  
c. Derecho Penitenciario 
El derecho penitenciario es el conjunto de normas que regulan la readaptación de 
los individuos sujetos a una sentencia privativa de libertad. Donde el derecho 
penitenciario nace paralelamente del derecho penal, donde es un medio para 
obtener un cambio de conducta personal, y mental de los condenados teniendo 
como base la sanción correctiva de su privación de libertad. El derecho 
penitenciario, es de carácter público, con contacto desde que el sujeto es privado 
de su libertad, y su estancia en los diferentes centros de reclusión, lo hace 
conocer el Sistema Penitenciario. 
 Osorio (1994) define al Sistema penitenciario como “El conjunto de normas 
legislativas o administrativas encaminadas a determinar los diferentes sistemas 
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adoptados para que los penados cumplan sus penas. Se encamina a obtener la 
mayor eficacia en la custodia o en la readaptación social de los delincuentes” 
(p.844) 
El fin del derecho penal es la prevención y proyección de los bienes jurídicos que 
implican los más altos valores del hombre, para permitir una convivencia social-
armónica y pacífica, lo cual puede traducirse, en un aspecto pragmático de 
prevención del delito, asimismo, el fin del derecho penitenciario es la ejecución de 
la pena, y todo lo que tiene señalada en la ley, visto desde un enfoque formal, aun 
cuando la doctrina nos refiera que la pena contempla fines más amplios (Ordoñez, 
2009).   
d. Antecedentes Internacionales del Sistema Penitenciario 
Hare alusión a las primeras instalaciones de castigo.  Donde desde el principio de 
los tiempos, el hombre castigaba a todo aquel que trasgrediera la norma social de 
convivencia. Su forma de castigo sumado a las mutilaciones, empalamiento, 
decapitación, y otros castigos corporales, implicaba que se castigara al ser 
humano, con la no convivencia con la sociedad. Encerrándolo en espacios físicos 
que sirvieran de ejemplo a otros posibles trasgresores de la ley. Es así, como 
surgen los llamados calabozos, cavernas de castigo, prisioneros, celdas, galeras 
de prisión, pasando desde las conocidas como penitenciarias, reclusorios, 
colonias penales, hasta llegar a nuestros días con las prisiones o Sistemas 
Penitenciarios (Ordoñez, 2009). 
 
Donde los condenados pasaban por tres períodos o regímenes penitenciarios que 
son: 
Reclusión Celular:   Encierro total diurno y nocturno durante nueve meses 
Régimen Auburniano: Reclusión celular nocturna y trabajo en común diurno 
Liberación Condicional: A este   último aspiraban los penados día a día; según el 
tratado producido y la conducta observada, se les acreditaban varias marcas, 
despertando en esta forma, los recluidos hábitos de disciplinas y trabajo, ya que al 
reunir una determinada cantidad de bonos, de acuerdo a la gravedad del delito, se 
 ³$QiOLVLV-urídico del Incidente de Libertad &RQGLFLRQDOHQHO'HUHFKR3HQDO1LFDUDJHQVH”         
 
 
les otorgaba la libertad.  Es decir, que colocaba la suerte de los penados en sus 
propias manos.  
Según Jiménez de Asua (1947) destaca que el precursor de la institución 
liberadora, y del sistema progresivo, fue el célebre coronel Montesinos, 
Comandante de prisión de Valencia.  La buena conducta, la asiduidad en el 
trabajo, tenían por recompensa una disminución de la pena.  Según la máxima de 
este precursor “La penitenciaría recibe al hombre; el delito queda en la puerta”.  
Relata Jiménez de Asua que el sistema de Montesinos contaba de tres periodos: 
 
El de los hierros: Donde los penados, llevaban cadena, estaban sujetos a una 
disciplina rigurosa trabajando de esa forma, careciendo de toda clase de 
privilegios. 
 
El de trabajo: En el caso, que si el penado tenia buen comportamiento, podía 
solicitar cualquier trabajo, e incluso aprenderlo. Pero debía demostrar un buen 
comportamiento y ansias de trabajo. 
 
El de Libertad Intermedia: Donde los condenados circulaban libremente por la 
ciudad, haciendo los encargos que se les recomendaban.  Los resultados de este 
sistema fueron asombrosos, y poco a poco, se adoptó en varios países hasta que 
se universalizó, ya que se comprobó, este sistema reducía la reincidencia.   
Todo ello ha motivado que haya existido famosas prisiones o centros carcelarios a 
lo largo de la historia, como las torres de los castillos en Inglaterra, la Bastilla en 
Francia, los Campos de Concentración Alemanes, Alcatraz en Estados Unidos, 
Siberia para los Soviéticos, así, como las Islas Marías en México (Ordoñez, 2009). 
tratamiento de los establecimientos  penitenciarios y el tratamiento más 
adecuados  de los reclusos en lo que se refiere a la organización y vida intima de 
tales  establecimientos, hay que llegar  entonces a la búsqueda de los Sistema 
Penitenciarios  modernos que  deban reemplazar  a los obsoletos  procedimientos 
de  la antigua  Vindicta Pública. Y procurar una  necesaria rehabilitación  de lo que 
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por diferentes causas transgredieron las normas jurídicas y recibieron una sanción  
como única forma de restablecer el orden social  violado por un acto ilícito. 
La cárcel  hasta aquí  ha desempeñado  un triste papel de castigo, acaso de que 
el delincuente cometa un nuevo delito como dice Dostoyiwisky en su vida novela 
“La Casa de Los Muertos”. Un lugar penado donde se permite el odio y la 
venganza” (Solís Romero, 1984).  
Actualmente, las Naciones Unidas (ONU), han dado reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos, y emite la Ley de Normas Mínimas sobre la 
Readaptación en el que deben existir diversos tipos de establecimientos de 
reclusión: Penitenciarías, Hospitales psiquiátricos para delincuentes, 
establecimiento especial para jóvenes, establecimientos preventivos etc.  
1.2  Orígenes del Sistema Penitenciario de Nicaragua 
En nuestro país, las cárceles existentes inicialmente, se rigieron por el 
Reglamento para Cárceles de la ciudad de Managua de 1879. Aprobada el 15 de 
Mayo de 1879, y publicado en la Gaceta No. 24 del 20 de Mayo de 1879. 
En el Arto.3 de la ley 1879, el edificio de las cárceles era divididos en calabozos 
para los reos, según la gravedad del delito. Donde los ciudadanos podían ser 
presos en los calabozos más decentes, y las mujeres eran separadas. 
Donde los reos eran custodiados en las cárceles del modo siguiente: Los 
detenidos o reducidos a prisión sin cadena, a excepción que el juez ordenaba que 
se las pusieran, y los sentenciados a muerte, llevaban grillos. (Arto.17 de 1879) 
En el Arto.19 de la ley de 1879, los reos rematados a presidio, permanecían 
encadenados, cuando ellos salían a realizar trabajos públicos con seguridad, 
donde así lo disponía el comandante o el encargado de presidio.   
Donde esta ley de 1879, fue Reglamentada para las Penitenciarías en Managua 
de 1901, Reglamento Interno de la Cárcel y Casas de Mujeres, Reglamento para 
el Gobierno y Disciplina de la Guardia Nacional y de las Cárceles Penitenciarias 
de 1929. 
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Reformado en 1943, y convertido en Código Jurídico Militar en 1949, Ley de 
Patronato Nacional y los Patronos Departamentales de reos de 1946, y su 
Reglamento de 1947, Reformado en 1948. Ordenes No. 023.028.034, y 035, las 
Normas y Procedimientos de Control, Reeducación, y seguridad penal de 1987.  
Orden No. 069-86, Documento Base para reeducación Penal de 1986. 
Cuando la Revolución triunfo en 1979, los dirigentes sandinistas se enfrentaban 
con más de 7 mil guardias somocistas. Donde muchos presos eran guardias 
somocista, pero también había otras personas en las cárceles que habían 
cometido delitos leves, como por ejemplo delitos de escándalo público, irrespeto a 
la autoridad o vagancia habitual (Revista Envio, 1986, p. 1).  
Existía en Nicaragua 15 centros, construidos desde 1983, donde se albergaba el 
10% de la población carcelaria. En Nicaragua, los prisioneros en esa época 
atravesaron por cinco etapas. En la primera, había un sistema cerrado de máxima 
seguridad. Una vez que demostraron buena conducta, accedían a una segunda 
etapa, en la que les daban la oportunidad de trabajar y se les permitían mayores 
privilegios, y posibles visitas. En vez de una visita por mes, podían tener visitas 
cada dos semanas.  A medida que iban aceptando su culpabilidad y su situación, 
pasaban a la etapa semiabierta, la cual suponía grandes cambios en su vida.  La 
seguridad es mínima, solo un custodio armado, sin las medidas tradicionales 
comunes a los prisioneros de puertas de hierro, paredes altas, y candado (Revista 
Envio, 1986). 
Es aquí, donde el interno comienza a tener contacto con la sociedad, para ir 
superando el estigma de la cárcel, e incluso se le comienza a dar permiso para ir a 
su casa. 
Luego pasa al régimen abierto, donde hay ausencia total de medidas de seguridad 
y de vigilancia armada.  Su gobierno es autogestionario, a través de un consejo de 
internos que se encarga de la distribución del trabajo, de la organización, de las 
granjas agrícolas y del desarrollo de técnicas de cultivo para la obtención de 
mayores rendimientos.  Los contactos y relaciones del interno con su familia y la 
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comunidad son continuos. Se les otorga permiso de salida de una semana de 
duración cada seis meses. En la quinta y última etapa, después de haber cumplido 
el 60 % de la condena, el interno va a su casa, quedando entonces únicamente 
sujeto a la vigilancia y regulaciones de la policía. Mucho de estos guardias fueron 
liberados muy pronto,  por una Ley de Amnistía, que entro en vigencia en 1983, y 
se integraron rápidamente a la contrarrevolución.  
Es evidente que la sociedad  en la historia de la humanidad aplicaba penas 
crueles e inhumanas a las personas que cometían infracciones penales, donde se 
lesionaban sus derechos fundamentales como seres humanos, pero la sociedad 
misma a través de la evolución en su ordenamiento jurídico, empezó a utilizar 
elementos que empezó a  humanizar y sensibilizar al Sistema Penitenciario, a 
través de leyes, y normas que respeten y garanticen los derechos fundamentales 
del condenado.   
 
a. Evolución  de la teoría de la libertad condicional 
 
 
En el derecho penal que tiene sus orígenes en los siglos  Xll y Xlll con John 
Howard, Bernandino de Sandoval de la Croix, Torquedille y otros comienza 
perfilándose más claramente en los primeros años del siglo XX y solo a partir de 
1929 toma una mejor orientación (Solís Romero, 1984). 
En 1934 en la Asamblea de las Sociedades de las Naciones, el seminario de Rio 
de Janeiro en 1953  y el Primer Congreso de las Naciones Unidas  sobre las 
prevención del delito  y el funcionamiento  de lo establecimiento penitenciarios. 
En cuanto al origen de la libertad condicional, los diversos tratadistas señalan su 
origen en distintos países, para el profesor Jiménez de Asua, expresa que en 
España se da el origen de la libertad condicional,  recordando que fue el Coronel 
Montesinos quien dio a la libertad condicional el carácter de complemento de un 
sistema correctivo (Veites, 1941, p. 24). Otro doctrinario  el origen de la libertad 
condicional a Francia en 1832, en que se les aplicó por primera vez como un 
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premio a los delincuentes menores de dieciséis años, a los que se colocaba como 
aprendices en establecimientos particulares y quedaban sujetos a la tutela, y 
vigilancia de la sociedad de jóvenes detenidos. (Marin, 1941, p. 44).  
 
Existen tratadistas, que lo han remontado al Derecho  Canónico y a la  llamada 
“Absolutionem Et Reincidentram” se ha querido ver un  procedente histórico 
también  en el Frankpledge  del Derecho  Anglosajón. Pero en verdad el 
antecedente inmediato hay que buscarlo en los E.E.U.U. “probation system” 
aplicado por primera vez en 1878 en el estado de Massachusetts para los 
menores (Solís Romero, 1984, p. 16). 
Hoy en día, la mayoría de los tratadistas están de acuerdo en afirmar, que esta 
institución liberadora aparece con la modernización de los sistemas penitenciarios.  
Como es natural, la libertad condicional va paralelamente al avance de la doctrina 
del derecho penal por ser una consecuencia de la pena  y un producto o resultado 
de la aplicación de un buen régimen correctivo carcelario. 
 
b.  Antecedentes de Libertad Condicional en Nicaragua 
En Nicaragua, la libertad condicional tiene sus orígenes en la ley del 24 de 
Febrero de 1920, con la fianza de Haz o Caución Promisoria, que a su vez se 
dividía en dos: 
a. Fianza para no ser llevado a la cárcel. 
b.  Fianza para no ser excarcelado. 
Por Decreto No. 1647, del 29 de Noviembre de 1969, publicado en la Gaceta No. 
159, del 17 de Julio de 1971, se derogaron los artículos 115, y se reformaran los 
artículos 116 y 117 In. Referente a la libertad a los reos enfermos y que no puedan 
curarse cómodamente en las cárceles.  
Pero en ese mismo año, el 20 de Enero de 1969, se dicta una ley, que establecía 
la liquidación de la pena, para aquellos reos que se encontraban cumpliendo pena, 
o tramitándose su causa, esta ley, fue derogada por los Artos.87 y 88 del CP de 
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1974 a través del Decreto No. 1647, del 29 de Noviembre de 1969, publicado 
hasta el 17 de Julio de 1971, en la Gaceta No. 159, se derogaron y reformaron los 
Artos.115, 116, y 117 del código Penal de 1974. En el Código de Instrucción 
Criminal, se hace referencia a la libertad condicional de los reos enfermos que no 
podían curarse cómodamente en la cárcel.   
En 1974, a través del Código Penal, reformado el 16 de Enero de ese año, se 
reconoce por primera vez con respectivos nombres: Condena Condicional y 
Libertad Condicional; estableciendo en los Artos.103 al 107 para regular la 
condena condicional, y el Arto.108 al 113 para la libertad condicional, luego a 
través del Decreto No. 428 (Derogado), se establece el procedimiento de 
extradición, condena condicional, libertad condicional, injurias, y calumnias, y de 
los delitos sometidos a tribunales de jurados, del dieciséis de Agosto de 1974, se 
amplia lo referente a ambas figuras, dedicándoles a la condena condicional 8 
artículos, y a la libertad condicional otros 8 artículos (Del Arto.27 al Arto.34 
inclusivo). 
Dentro de las  normas internacionales ratificadas por Nicaragua  en relación al 
Sistema Penitenciario poseemos las que se establecen en: La Declaración  
Universal de las Derechos Humanos (1948), la Declaración América  de Derechos 
y Deberes  del Hombre (1948), establece en su Arto.25 que “Todo individuo tiene 
también un tratamiento humano durante la privación de su libertad”.  
El Pacto Internacional  de los Derechos  Económicos, Sociales y Culturales 
(1966), el Pacto internacional  de  Derechos Civiles  y Políticos  de la Organización  
de las Naciones Unidas (1966),  la  Convención  Americana  de Derechos  
Humanos  de la Organización  de Estados  Americanos(1969),  las resoluciones 
del Primer Congreso de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente de Ginebra en 1955, aprobado por el Consejo 
Económico y Social en su resolución 663 C31 7 5 y complementadas en la de 
2076 del 13 de Mayo de 1977, el Código  de conducta para funciones encargadas  
de hacer cumplir la ley  (1979), la Convención contra la tortura  y otras penas  y 
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tratos  crueles , inhumanos  y degradantes  (1984) y la Convención Interamericana  
para prevenir y sancionar la tortura (1985) (Procuraduria, 2001). 
Los Decretos  Ejecutivos  con fuerza de ley, en los cuales se regula de  manera 
integral  el Sistema Penitenciario se encuentran: La Ley  de Organización  y 
competencia  y procedimiento del poder  Ejecutivo  o  Ley No.290,  la Ley 
Orgánica  del Ministerio  de gobernación, la Ley de  Creación  de la Comisión  
Nacional  Penitenciaria  o Decreto numero 62-90 y el Reglamentó Disciplinario 
para el Recluso. (p.21) Ley  de Organización  y Competencia  y Procedimientos  
del poder  Ejecutivo (Ley No.290). Ley Orgánica  del Ministerio de Gobernación 
(Procuraduria, 2001). 
En el artículo 3 de la Ley  Orgánica  del Ministerio de Gobernación  se define que 
el Ministerio  de Gobernación le corresponde la  organización, dirección, 
administración y funcionamiento  de los  cuerpos  de policía  encargados  de 
garantizar  el orden  público,  la vida y seguridad  de las personas  y del Sistema 
Penitenciario.  Por otro lado, establece  que sin perjuicio  de todo lo aquí  
contenido,  se asumen todas las funciones  y atribuciones  que las leyes  y 
decretos  hayan establecidos  en el Ministerio  del Interior, del cual este Ministerio 
será su sucesor  Legitimo  sin solución  de  continuidad. 
Además, se establece que el Ministerio de Gobernación, a través del Sistema 
Penitenciario Nacional, garantiza el cumplimiento de las sanciones penales  
impuestas por los tribunales de justicia competentes, aplicando en esa materia  
conforme lo permita  el desarrollo institucional, las normas más modernas  
tendientes a la  rehabilitación  social  de las personas  sancionadas. 
En 1990 se da la Creación de la Comisión Nacional Penitenciaria, bajo el Decreto 
No. 62-90. La cual fue publicada en la Gaceta No. 241, del 14 de Diciembre de 
1990. Esta comisión estaba adscrita al Ministerio de Gobernación, como 
organismo de apoyo al tratamiento reeducativo, que es impulsado por el Estado a 
través del Sistema Penitenciario Nacional, correspondiéndole además, la atención 
del proceso post-penitenciario. (Art.1 Decreto 62-90). 
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En el Decreto No. 62-90 se establece que  el Sistema Penitenciario Nacional  es la 
instancia del  Estado  a través del cual se persigue  el apoyo para el  tratamiento  
reeducativo  de las personas  privadas de libertad, correspondiéndole además  la 
atención del proceso  pos-penitenciarios. Esta comisión  se da a la tarea de   
conseguir  recursos para  el bienestar  de los papeles y de  las  personas  
recluidas,  sirve  de consejero  al Sistema Penitenciario y actúa como supervisor 
del funcionario  de los centros penales. 
El problema que presenta el Sistema Penitenciario, es el hecho que el Ministerio 
de Gobernación da un presupuesto  raquítico a favor del sistema, es por razón que 
afecta la condiciones de vida de los reos,  donde el sistema se ve en la necesidad 
de reducir la comida de los privados de libertad, y por esto sufren una mala 
alimentación (El nuevo Diario, 2009). Y otro inconveniente que presenta el 
Sistema Penitenciario es con respecto al trámite de convivencia familiar que puede 
gozar un reo en  grave estado de salud, donde el trámite con respecto al Ministerio 
de Gobernación es muy lento, lo cual perjudica el estado de salud, y hasta se han 
dado casos de reos que fallecen en el sistema.  
 
Otra complicación que presenta el Sistema Penitenciario Nacional es que se dan 
casos de reos que ya cumplieron su pena, e incluso los Jueces de Ejecución 
emitieron su orden de libertad, pero el Sistema Penitenciario no les da la salida, 
por negligencias en el procedimiento respectivo, y el Ministerio de Gobernación no 
regula estos casos.  
La Comisión Nacional Penitenciaria  está integrada por el Director  General del 
Sistema Penitenciario Nacional, un Delegado  del Ministerio  de Educación, un 
Delegado del Ministerio de Salud, un Delegado del Instituto Nacional de Seguridad 
Social, dos Delegados de organizaciones Religiosas y dos ciudadanos  de 
reconocida honorabilidad, capacidad y sensibilidad Social. 
También se otorgó el Reglamento Disciplinario  para Reclusos. Otorgado por el 
Ministerio de Gobernación, Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional.  
En la  introducción del Reglamento Disciplinario  para  reclusos queda establecido 
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que la función  principal del Sistema Penitenciario Nacional es la de garantizar el 
cumplimiento de las penas  de privación de libertad  dictada por las autoridades 
judiciales  del país, a las que implementa la educación  del penado con  fines  de 
su reinserción posterior a la  sociedad. En el artículo 1 establece  que el sistema  
penitenciario  de la República de  Nicaragua tiene la misión  de asegurar, controlar  
y reeducar a los internos (reclusos), encausados (procesados) y sancionados 
(condenados) por las autoridades judiciales competentes.  
Posteriormente, el 11 de Septiembre del 2003, se publicó en la Gaceta Diario 
Oficial No. 222, del 21 de Noviembre del 2003 la Ley No. 473, Ley del Régimen 
Penitenciario y Ejecución de la Pena. Donde esta ley, tiene como objeto establecer 
las normativas y reglas generales para el funcionamiento del Sistema 
Penitenciario Nacional, y regular las actividades de este, en la ejecución de las 
penas, y medidas cautelares privativas de libertad, tales como el control, 
reeducación, seguridad penal, y la reinserción social de los privados de libertad.  
Sin embargo, aunque esta ley, derogó la mayoría de leyes anteriores, según el 
sistema penal, se vio en la necesidad de restringir la libertad condicional, a 
aquellos condenados, que habían cometido delitos muy graves, es mediante la 
Ley No. 745, Ley de Ejecución, Beneficios, y Control Jurisdiccional de la Sanción 
Penal, aprobada el primero de Diciembre del 2010, publicada en la Gaceta No, 16 
del 26 de Enero del 2011. 
Es necesario hacer mención, que en Nicaragua no hay una legislación que regule 
de manera integral el Sistema Penitenciario. Lo que existe  es un conjunto de 
decretos ejecutivos y disposiciones administrativas, siendo estos: Lo previsto al 
respecto por la Constitución  Política de la República de Nicaragua, diversas 
normas internacionales, las leyes ordinarias tales como el Código Penal, el Código 
Procesal Penal, el Código de la Niñez y Adolescencia, los decretos ejecutivos  con 
fuerza de ley, la Ley Orgánica del Ministerio de Gobernación, la Ley de 
Organización  y Competencia y Procedimientos  del Poder Ejecutivo y la Ley  de 
Creación  de la Comisión Nacional Penitenciaria y el Reglamento Penitenciario  
 ³$QiOLVLV-urídico del Incidente de Libertad &RQGLFLRQDOHQHO'HUHFKR3HQDO1LFDUDJHQVH”         
 
 
para reclusos, y las leyes 473, y 745 del Régimen Penitenciario, mencionada 
anteriormente.  
Capitulo 2. Marco Jurídico Nacional del Sistema Penitenciario de Nicaragua 
En el presente capitulo, se realiza un análisis del marco jurídico nacional del que 
se encuentra conformado el Sistema Penitenciario en nuestro país. Donde nuestro 
ordenamiento jurídico regula esta materia mediante la Constitución Política de 
Nicaragua, la Ley No.473 del Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena, La 
No. 745 Ley de Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal, 
El Código Penal, Ley no. 611,  y el Código Procesal Penal de Nicaragua. 
 
2.1. Constitución Política de Nicaragua 
 
Tanto las constituciones nacionales, posteriores a la independencia de 
Centroamérica, la de la frustrada Federación Centroamericana (1824), sus 
posteriores reformas (1835), la Constitución Política de Estados Unidos de 
Centroamérica (El Salvador, Honduras y Nicaragua), y la Constitución Política de 
Centroamérica de 1921 (Guatemala, Salvador y Honduras), fueron reflejando una 
creciente tendencia por el respeto de las garantías individuales, así como un 
continuo acercamiento al derecho humanitario de los reos, como por ejemplo el 
derecho a estar comunicados y a tener visitas; sin embargo en esta época no se 
hablaba  de readaptación de rehabilitación social (Centro de Estudios de 
Guatemala, 2007, p. 3). 
 
Después de la II Guerra Mundial, del nacimiento de las Naciones Unidas, de la 
vigencia de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y del Consenso 
Mundial de continuar normando temas de derechos humanos y asuntos 
humanitarios, los preceptos de derechos humanos y garantías individuales fueron 
incluidos en las Constituciones Nacionales Centroamericanas. 
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Aunque las modernas disposiciones Constitucionales Centroamericanas 
claramente establecen la rehabilitación social de los condenados, no es sino hasta 
mediados y finales del siglo XX que en algunos países se redactan leyes 
secundarias particulares sobre el tema, en donde el régimen progresivo, la 
readaptación y rehabilitación son reglamentadas. Aun así, por diferentes razones y 
circunstancias, las leyes no han sido implementadas eficazmente. 
 
En los países en los que no existe, la ley debe ser promulgada, y las leyes 
existentes deben ser sustituidas o al menos reformadas, a fin de crear un marco 
jurídico moderno acorde con el fin constitucional del tan necesario sistema de 
rehabilitación.  De la misma manera, las diferentes instancias que tienen que ver 
con el sistema judicial, deben ser más eficientes, con el objetivo de cumplir con el 
derecho constitucional no sólo de acceder a la justicia mediante el debido proceso, 
sino de agilizar los procesos y evitar la detención ilegal. 
 
Dentro  del marco jurídico  que regula el sistema penal de nuestro país, en primer 
lugar está la Constitución Política de la República de Nicaragua. 
En el artículo 27 se establece que  todas las personas son iguales ante la ley  y 
tienen derecho a igual protección. No habrá  discriminación por motivo de 
nacimiento, nacionalidad, credo político, raza, sexo, idioma, religión, opinión  
origen, posición económica o condición social. 
Son principios de la nación  nicaragüense: La libertad,  La  justicia  y el respeto a 
la dignidad  de la persona humana. (Arto.5Cn), nuestra Norma Suprema establece 
que una vez cumplida la pena impuesta, nadie deberá continuar detenido, 
después de dictarse  la orden de excarcelación  por la autoridad competente y los 
organismos correspondientes  procuraran que los  procesados y condenados 
guarden prisión en centros diferentes. (Inco 3 y 5, Arto.33 Cn) 
El artículo 34 Constitucional señala el derecho de las garantías mínimas del 
proceso, donde las personas deben ser juzgado sin dilaciones; a no ser 
condenada nuevamente por el delito por el cual  fue condenada o absuelta  
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mediante sentencia firme; A no ser procesado, ni condenado por acto u omisión 
que, al tiempo de cometerse, no este previamente calificado por la ley.  
También establece protección especial a los menores de edad cuando son 
condenados, de tal manera que nuestra carta magna señala que los menores 
transgresores no pueden ser conducidos a los centros de readaptación penal y 
serán atendidos en centros bajo la responsabilidad del organismo especializado. 
Una ley regulará esta materia (Arto.35 Cn) 
En el artículo 36 Constitucional dicta que todas las personas tienen derecho a que 
se respete su integridad física, psíquica y moral,  y que nadie será sometido a 
torturas, procedimientos,  penas  ni tratos  crueles, inhumanos  o degradantes. 
Deja claro además, que toda violación a este derecho constituye  delito y será 
penado por la ley.  Es por tal razón que el personal del Sistema Penitenciario 
Nacional debe respetar los derechos humanos de los internos.  
Nuestra carta Magna, en su Arto.39 señala que en Nicaragua el Sistema 
Penitenciario Nacional es humanitario y tiene como objetivo fundamental la 
transformación del interno para reintegrarlo a la sociedad.  Por medio del sistema 
progresivo se promueve la unidad familiar, la salud, la superación educativa, 
cultural y la ocupación productiva con remuneración salarial para el interno.  
También el mismo artículo establece que las penas tienen un carácter reeducativo. 
Algo muy importante que destaca el mismo artículo constitucional, es que las 
mujeres condenadas guardarán prisión en centros penales distintos a los de los 
hombres, y se procurará que los guardas sean también mujeres, es decir, del 
mismo sexo.   
Del mismo modo que lo contempla el Arto.110 del CP, que habla del Internamiento 
de mujeres cuando el delito hubiere sido cometido por mujeres deberán ser 
internadas, en cárceles destinadas exclusivamente para ellas, o en pabellones de 
los establecimientos penales debidamente separados de las celdas de los 
varones. Estas cárceles y pabellones, deberán ser manejados por funcionarias 
mujeres penitenciarias, conforme a la ley y reglamento de la materia.  
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Nuestra norma suprema señala que las penas tienen un carácter reeducativo, lo 
cual significa que la persona que es condenada, en nuestro país no solamente se 
le va a tratar como un delincuente que va a pagar su castigo, sino que se trata de 
reeducarlo.  
La reeducación es el conjunto de técnicas o ejercicios empleados para recuperar 
las funciones normales de una persona, que se han visto afectadas por cualquier 
proceso (Diccionario de la Real Acedemia Española, 2010). 
Las técnicas de educación implementado por nuestro Sistema Penitenciario 
Nicaragüense es el método reeducativo, donde en nuestro país los reos reciben 
educación primaria, secundaria e incluso técnica, donde también aprenden oficios 
como electricistas, aprenden soldaduras, hacer manualidades, etc.  
Y el fortalecimiento de la labor educativa como pilar fundamental para la 
reincorporación del sancionado a la sociedad, con un objetivo esencial: cambiar la 
mentalidad de los operadores del sistema y de la sociedad en general. 
Donde este sistema humanitario de educación contribuye a disminuir el 
encarcelamiento indiscriminado de las personas. 
2.2.  Ley del Régimen Penitenciario y Ejecución de la Pena 
Lo que se pretende abordar con esta ley, es adentrarse al régimen que tienen los 
privados de libertad, conociendo  la estructura fundamental de sus autoridades, las 
condiciones que la ley señala con las que debe contar el centro penitenciario; su 
tratamiento penitenciario, su régimen progresivo que comienza con el sistema de 
adaptación, es decir cuando apenas ingresa al sistema, hasta llegar al sistema de 
convivencia familiar, que es cuando la ley determina que este interno ya esta por 
salir del sistema, y se está preparando para ser de nuevo parte de la sociedad, 
donde el interno puede salir por cumplir su condena, o  salir bajo condición de los 
beneficios legales que la ley le otorga, y señalar sus derechos y obligaciones que 
tienen en el sistema como interno. 
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La Ley No.473 fue aprobada el 11 de Septiembre del 2003, publicado en la Gaceta 
No. 222 del 21 de Noviembre del 2003 y tiene por objeto establecer las normativas 
y reglas generales para el funcionamiento del Sistema Penitenciario Nacional y 
regular la actividad del mismo en la ejecución de las penas y medidas cautelares 
privativas de libertad, tales como control, reeducación, seguridad penal y la 
reinserción social de los privados de libertad.  
La ejecución de la pena tiene como fin primordial la reeducación y reinserción del 
privado de libertad a las actividades de la sociedad.  
El Sistema Penitenciario Nacional es la institución del Estado, con facultades 
expresas para la ejecución de la pena privativa de libertad impuesta por las 
autoridades judiciales del país y el fin primordial es la reeducación y reinserción 
del privado de libertad a las actividades de la sociedad.  
Manuel Osorio define al Régimen Penitenciario como el conjunto de normas 
legislativas o administrativas encaminados a determinar los diferentes sistemas 
adoptados para que los penados cumplan sus penas.  Se encamina a obtener la 
mayor eficacia en la custodia o en la readaptación social de los delincuentes 
(Osorio, 1994, p. 844). 
El Sistema Penitenciario Nacional es un cuerpo armado, de naturaleza civil, 
profesional, organizada jerárquicamente y con rango de Dirección General dentro 
de la estructura orgánica del Ministerio de Gobernación. Le corresponde al 
Ministro de Gobernación, coordinar, dirigir y administrar el Sistema Penitenciario 
Nacional a través del Director General que al efecto nombre por medio de Acuerdo 
Ministerial. (Arto.4 Ley 473) 
Dentro los objetivos fundamentales del Sistema Penitenciario Nacional se 
encuentran: 
a. La ejecución de sentencias penales y las medidas cautelares privativas de 
libertad, dictadas por los tribunales; 
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b. La reeducación del interno para su reintegración a la sociedad; y  
c. Promover la unidad familiar, la salud y la ocupación productiva del interno. 
El Sistema Penitenciario Nacional aplica los principios de respeto a la dignidad 
humana y de igualdad, donde ningún interno puede ser sometido a torturas, 
penas, ni tratos crueles, inhumanos o degradantes. Incluso se prohíbe el maltrato 
físico o psicológico y cualquier otro procedimiento que atente en contra de la 
dignidad humana del interno (Arto.7 Ley 473).  
Y por ende queda prohibida la discriminación para los internos por motivos de 
nacimiento, nacionalidad, credo político o religioso, raza, sexo, edad, idioma, 
opinión, origen, estrato social y capacidad económica. Aplicando así los tratados 
internacionales y la Constitución Política Nicaragüense. Se emplea en la ley 473 
en el párrafo final del Arto.39, debido que establece que existe separación de 
procesados y condenados por causa del sexo, de tal manera que las internas 
mujeres bajo proceso de detención y/o condenadas, deberán de permanecer en 
centros penales distintos a los que albergan a los hombres, debiendo ser el 
personal de custodia del orden interior del mismo sexo, salvo el personal de 
seguridad y traslado.  
También la ley 473, cumple con el Código de la Niñez y Adolescencia en los casos 
de que los menores de 15 y 18 años de edad, se les procura una atención 
provisional o definitiva en centros especializados dirigidos y administrados bajo la 
Dirección General del Sistema Penitenciario Nacional. 
La realidad es que no existe un centro especializado para menores de edad. El 
Sistema Penitenciario aparta a los jóvenes menores de 15 a 18 años de edad, de 
los mayores para no perjudicar su desarrollo integral.  
Como lo afirma el artículo 139 de la ley 473,  señala que mientras no existan este 
tipo de centros, los privados de libertad a los que se refiere esta norma, deben de 
permanecer en los centros penitenciarios existentes en los que se deben de crear 
las condiciones materiales adecuadas para tal fin.  
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De hecho el  Arto.206 del Código de la niñez establece la medida de privación de 
libertad en centro especializado es de carácter excepcional.  Donde la pena 
máxima es de seis años.  (Codigo de la Niñez y Adolescencia). 
También se le da un régimen  especial a los funcionarios públicos miembros del 
Poder Judicial, Contraloría General de la República, el Ejército de Nicaragua, la 
Policía Nacional, la Procuraduría General de la República, Ministerio Público, del 
Sistema Penitenciario Nacional, que se involucraren en algún hecho delictivo y 
fuesen procesados o condenados, por motivo de su seguridad personal, en todos 
los casos deben de ser ubicados en un área especial e independiente y separada 
del resto de la población penal interna en los centros penitenciarios respectivo 
a.  Finalidad del Sistema Penitenciario Nacional 
Se consideran internos a todas las personas privadas de libertad, sea por 
encontrarse bajo detención provisional o por estar sentenciadas al cumplimiento 
de una pena  o  reo que es el condenado criminalmente. Los requisitos para la 
recepción de detenidos serán las sentencias, prisión preventiva, o sentencia 
condenatoria, órdenes o mandamientos judiciales respectivos y la remisión de 
detenidos. 
Donde, en el caso de los ciudadanos que ingresen a los diferentes centros 
penitenciarios con prisión preventiva en calidad de acusados, deberán ser 
ubicados en ambientes separados de los condenados, para él solo efecto de 
asegurar su comparecencia ante la autoridad judicial correspondiente durante el 
proceso y no deberán ser sometidos al Sistema Progresivo.  
En todos los casos, la actividad del Sistema Penitenciario Nacional tiene por 
finalidad la readaptación social integral de los privados de libertad que se 
encuentren internos en el Sistema, en beneficio de la familia y la sociedad 
nicaragüense.  
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Las cárceles nacieron para sustituir a otros castigos más crueles de anterior 
aplicación y en este sentido son una institución típica de nuestros tiempos, y en 
función de una intención de progreso la sociedad se planteó con ella como meta, 
la de transformarla en una institución apta para castigar el delito en forma 
humanizada, sin destruir a su autor y ayudando a la resocialización del delincuente 
(Villares, 1992). 
b. Estructura organizativa 
 
El Sistema Penitenciario Nacional está organizado y estructurado de la forma 
siguiente (Arto.14 ley 473):  
La Dirección General, integrada por un Director General, dos Subdirectores 
Generales y un Inspector General;  
Las Especialidades Nacionales;  
Los Órganos Nacionales de Apoyo;  
y Las Direcciones Penitenciarias. 
 
b.1.  El Director General 
Es el superior jerárquico y máxima autoridad del Sistema, a quien se le subordinan 
todos los demás funcionarios y empleados del Sistema Penitenciario Nacional; 
además es el encargado de ejecutar la política penitenciaria establecida por el 
Gobierno de la República, debiendo prestar estricto cumplimiento a la Constitución 
Política, la presente Ley y su Reglamento, así como cualquier otra ley vinculada a 
estas materias y los Acuerdos y Resoluciones Ministeriales (Arto.15 Ley 473).  
b.2.  Las Especialidades Nacionales. 
Ejercen funciones rectoras de asesoría, definición de normativas generales de 
carácter nacional; teniendo la responsabilidad de la supervisión, control, análisis y 
evaluación de los diferentes programas que se desarrollen en el Sistema, para tal 
efecto, deberán tener una estrecha relación funcional con los órganos de 
ejecución (Arto.20 Ley 473).  
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Son Órganos de Especialidades Nacionales la Dirección de Reeducación Penal; 
Dirección de Control Penal; y Dirección de Seguridad Penal.  
La Dirección de Reeducación Penal brinda asesoría, planificación, control y 
evaluación de los diferentes programas y actividades de rehabilitación social 
destinados a la reinserción del interno a las actividades productivas, de su familia 
y de la sociedad.  
La Dirección de Control Penal se encarga de asesorar, planificar, controlar y 
evaluar todo lo relativo al registro, control administrativo y estadístico de cada uno 
de los internos vinculados al ingreso, egreso, expedientes penitenciarios y toda la 
situación jurídica de los internos.  
La Dirección de Seguridad Penal tiene la función de asesorar, planificar, controlar 
y evaluar las actividades y planes de seguridad de las instalaciones penitenciarias 
y el movimiento diario de los internos fuera de las instalaciones físicas del Sistema 
Penitenciario Nacional.  
b.3. Órganos Nacionales de Apoyo 
Los Órganos Nacionales de Apoyo tienen la función de asesorar, asistir, capacitar 
y administrar los recursos humanos, materiales y financieros de la Institución, en 
beneficio de los privados de libertad y los funcionarios del Sistema Penitenciario 
Nacional (Arto. 25 Ley 473).  
 
b.4.  Direcciones Penitenciarias 
Las Direcciones Penitenciarias son órganos de ejecución, que tienen bajo su 
responsabilidad la administración, control y resguardo de los privados de libertad o 
internos remitidos por las autoridades judiciales competentes para el cumplimiento 
de las sanciones penales y medidas cautelares privativas de libertad (Arto.26 Ley 
473).  
 ³$QiOLVLV-urídico del Incidente de Libertad &RQGLFLRQDOHQHO'HUHFKR3HQDO1LFDUDJHQVH”         
 
 
c. Centro Penitenciario 
El Centro Penitenciario es un establecimiento administrativo y funcional que tiene 
su propia organización jerárquica. Cada centro está formado por los 
departamentos o unidades que faciliten la distribución y separación interior de los 
internos, de acuerdo a los criterios establecidos en la Ley y su Reglamento (Arto. 
31 Ley 473).  
El Centro Penitenciario, o también conocido como Penitenciaría es un 
establecimiento penitenciario en que sufren sus condenas los penados, sujetos a 
un régimen que haciéndoles expiar sus delitos, va enderezando a su enmienda y 
mejora. De ahí se entiende por Sistema Penitenciario el adoptado para castigo y 
corrección de los penados (Ossorio, 1994, p. 731).  
Los centros penitenciarios procurarán un conjunto de dependencias y ambientes 
que puedan llegar a permitirle al interno una convivencia adecuada y el alcance de 
los fines y objetivos propuestos.  
Los ambientes básicos de los que debe disponer son los siguientes:  
Área para brindar atención médica y psicológica; escuela, biblioteca e 
instalaciones deportivas y recreativas; dormitorios, baños, patios e instalaciones 
sanitarias; talleres y lugares para la actividad productiva; comedor, cocina, salones 
para visitas, así como área para los encuentros conyugales y Cualquier otra 
instalación que resulte necesaria para el cumplimiento y ejecución de la pena, así 
como las actividades conexas del privado de libertad y de las autoridades del 
Sistema Penitenciario Nacional.  
 
Los centros penitenciarios, dentro de sus instalaciones, procurarán contar con 
ambientes o unidades especiales para la atención a las privadas de libertad que 
se encuentren en la etapa de pre y post natal (Arto.33 Ley 473).  
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Los locales para el alojamiento de los privados de libertad, así como aquellos en 
que donde se desarrolle la vida comunitaria de éstos, deben tener garantizados el 
espacio físico necesario, así como las instalaciones higiénico sanitarias básicas 
para la satisfacción de las necesidades de éstos, el acondicionamiento para la 
circulación de aire suficiente, la iluminación natural y artificial de todas las áreas; 
condiciones se deben ajustar a los recursos materiales del Sistema Penitenciario y 
los factores climáticos del país.  
d. Otorgamiento de beneficios legales.  
El Director del Centro Penitenciario podrá proponer a la autoridad judicial 
competente el otorgamiento de los beneficios legales relativos a la suspensión de 
penas y la libertad condicional en favor de los privados de libertad que reúnan los 
requisitos establecidos en el Código Penal.  
El Director General del Sistema Penitenciario Nacional, por medio del Ministro de 
Gobernación, elaborará al Presidente de la República, listas de privados de 
libertad para que gocen del beneficio del indulto y su posterior reinserción social.  
Lo cual significa que esta ley, no restringe la libertad condicional, sino que la deja 
en manos de nuestra legislación penal los requisitos que deben llenar los penados 
para poder gozar de este beneficio. 
e. Régimen Penitenciario.  
El Régimen Penitenciario es el conjunto de normas jurídicas y legales, 
establecidas por la Ley y su Reglamento, así como las disposiciones de carácter 
administrativo para regular las condiciones y circunstancias que norman, tutelan y 
controlan la convivencia pacífica de la población penal privada de libertad, la 
disciplina y el orden en los centros penales, con la finalidad de crear el ambiente 
adecuado para el alcance de los fines y objetivos del Sistema Penitenciario 
Nacional (Arto.52 Ley 473). 
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Para que se lleve a cabo este Régimen, el Sistema Penitenciario cuenta con un 
Equipo Interdisciplinario con autonomía funcional en el ámbito profesional para los 
efectos de ubicación, clasificación, tratamiento, progresión o regresión en el 
régimen penitenciario del interno.  
f. Ejecución de la pena.  
La ejecución de la pena se sustenta en el sistema progresivo, el cual constituye un 
medio y un instrumento para brindar el tratamiento penitenciario.  
En entrevista realizada al licenciado Martínez (2011) La clasificación, el tipo de 
seguimiento y la atención que se debe de brindar al privado de libertad o interno; 
le corresponde al equipo interdisciplinario efectuar la valoración de cada uno de 
los internos, momento a partir del cual se determinará en que régimen serán 
ubicados éstos, donde son cinco los diferentes regímenes establecidos: primero 
se comienza con el Régimen de Adaptación, Laboral, Semi abierto, Abierto, y de 
Convivencia familiar. Este régimen progresivo las ley 473 los regula de los 
artículos 56 al 60. 
En el Régimen de Adaptación.  Son ubicados aquellos privados de libertad que 
ingresen condenados por medio de sentencia firme emitida por el judicial que 
conoció de la causa. En este caso para que los internos se adapten al sistema en 
un inicio. 
También se aplica este régimen a los sentenciados y que durante su permanencia 
en el mismo hayan tenido o demostrado mal comportamiento y los que hayan sido 
regresados en régimen.  
Estos permanecen dentro de sus celdas bajo un estricto control y vigilancia, con 
participación limitada en todas las diferentes actividades artísticas y recreativas del 
Sistema.  Esto se da debido a su comportamiento de indisciplina, y comúnmente 
buscan problemas con otros internos.  Hasta que el interno mejora su 
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comportamiento se le da más oportunidad de tener recreación. El periodo máximo 
de permanencia es de seis meses. 
El Régimen Laboral. Es la oportunidad laboral que se les da a los privados de 
libertad o internos ubicados que voluntariamente aceptaron el tratamiento 
reeducativo y han solicitado la integración en las diversas actividades del penal, su 
ubicación será en las galerías y celdas sin candados y/o de acuerdo a las 
condiciones físicas del centro penitenciario.  
El Régimen Semiabierto. Se caracteriza por mantener al privado de libertad o 
interno bajo un sistema de control y seguridad acorde al grado y nivel de confianza 
que las autoridades del centro penitenciario tengan en el interno. En este régimen 
se debe promover y fomentar la responsabilidad del interno y acrecentar la auto 
confianza; el fin y el objetivo es prepararlo para su ingreso al régimen abierto. 
El Régimen Abierto.  Está fundamentado en la disciplina aceptada voluntariamente 
por el privado de libertad o interno y la ausencia de controles rígidos, ubicándolos 
en áreas externas del Centro Penal.  
En este régimen planifican y elaboran programas cuyos objetivos particulares sean 
el trabajo, posibilidad de actividades laborales externas o trabajos eventuales en el 
exterior del centro penitenciario, y otras actividades de carácter educativas o 
formativas, culturales o cualquier otra, que permitan preparar a los privados de 
libertad o internos para su reinserción en la sociedad.  
El Régimen de Convivencia Familiar. Se establece como un período previo a la 
libertad definitiva, su objetivo es fortalecer las relaciones del privado de libertad 
con su núcleo familiar, preparándolo para su vida social al recuperar su libertad.  
En este régimen, los privados de libertad conviven en el exterior del centro 
penitenciario junto a su familia de origen o adquirida, estos internos aún se 
encuentran vinculados al Sistema Penitenciario Nacional. Para el control de éstos, 
se deben establecer los mecanismos de control y registros que al efecto 
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consideren pertinente las autoridades del Sistema para dar garantía plena a quién 
goce del beneficio de este régimen y cuanto resulte necesario.  
Bajo este régimen, se podrán ubicar a los ciudadanos que en general carezcan de 
antecedentes penales, siempre y cuando los delitos por los cuales hayan sido 
procesados y condenados no sean aquellos que por su naturaleza no aceptan 
fianza de ningún tipo.  
La incorporación a este Régimen es a propuesta del director general del centro 
penitenciario, quien debe de coordinar con el juez ejecutor de la pena, en base a 
los criterios y las recomendaciones del equipo interdisciplinario.  
g. Tratamiento Penitenciario.  
 
El tratamiento penitenciario, definitivamente, no consiste en una especie de 
intervención clínica terapéutica destinado a sanar a un enfermo, a trasformar a un 
hombre malo a uno bueno, a un transgresor en un ciudadano respetuoso de las 
leyes. (Arto.65 Ley 473). Esa acepción de tratamiento ha probado su fracaso, a 
pesar que se sigue utilizando en el lenguaje corriente. Hoy se entiende que el 
tratamiento penitenciario es la forma en que el Sistema Penitenciario Nacional 
trata al interno, la forma en que se relaciona con el, o la forma en que lo maneja. 
Es de decir, es el conjunto de actividades que se desarrollan en el interior de una 
cárcel.  
De tal manera que la ley 473 establece que el tratamiento penitenciario consiste 
en el conjunto de actividades organizadas con el objetivo de desarrollar una 
actividad de auto-respeto, responsabilidad individual y social del privado de 
libertad o interno con relación a su familia y a la sociedad en general, logrando con 
ello el alcance de los fines y objetivos de la reeducación y reinserción social de los 
internos.  
El objetivo del tratamiento penitenciario es proporcionar a los privados de libertad 
o internos, a través de servicios, atención y seguimiento, diferentes oportunidades 
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para la superación académica, técnica y vocacional, brindarles las posibilidades 
para desempeñar un oficio y prepararlos para la vida, teniendo como punto de 
partida la aceptación voluntaria del interno y el respeto a su dignidad.  
Para la aplicación del tratamiento penitenciario, el Sistema Penitenciario Nacional 
deberá de promover e impulsar las diferentes formas de participación de la familia 
de los privados de libertad, sea por medio de los diferentes comités de familiares 
de los internos, así como la participación de las diferentes asociaciones civiles sin 
fines de lucro, organismos e instituciones y ciudadanos en general preocupados 
por la recuperación y el bienestar de los ciudadanos internos en el Sistema.  
h.  Derechos y obligaciones de los privados de libertad 
Dentro los derechos más importantes, de importancia en el tema se encuentran 
los siguientes (Arto.95 Ley 473): 
- Al respeto de su dignidad en cualquier circunstancia, por lo que las autoridades y 
funcionarios de la administración del Sistema Penitenciario Nacional deben 
mantener una relación de estricto respeto y un trato adecuado;  
- Ser asesorada/o jurídicamente por un profesional del derecho y tener acceso a la 
justicia y garantía sobre su seguridad personal, así como a recibir de parte de la 
administración penitenciaria, el cuido y resguardo de su seguridad física, personal, 
moral, educación y recreación;  
- Un trabajo remunerado, que éste no sea aflictivo y a que se le brinde 
capacitación para el trabajo que desempeñará.  
- Recibir tratamiento penitenciario y a gozar de los beneficios derivados del 
Sistema Progresivo, en caso de los condenados;  
-  Formular peticiones y quejas ante las autoridades competentes; especialmente 
al juez de ejecución de la pena;  
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-  Las y los privados de libertad mayores de 70 años o los que padezcan de 
enfermedades crónicas o en fase terminal se les otorgará el beneficio del régimen 
de convivencia familiar, previa valoración del médico forense.  
La ley 473, le concede a los privados de libertad el respeto de sus derechos que 
tiene como seres humanos, donde el personal del sistema debe tratar a los 
internos con el debido respeto, y sin ningún tipo de maltrato, sea físico, o 
sicológico, sin embargo en la práctica esto depende el interno, de su 
comportamiento y decoro ante las autoridades. 
Es bueno saber que los internos tienen el derecho a recibir recreación, estudios, 
participación en actividades religiosas, y poder integrase a laborar. 
También la ley penitenciaria nicaragüense le concede a los internos el derecho de 
acceso a la justicia, donde tienen el derecho de tener asesoría legal, mediante su 
Abogado, incluso pueden poner queja de maltrato ante el Juez de Ejecución y 
gozar de los beneficios derivados del sistema progresivo, a lo cual se le llama 
ejecución de pena.  
En el caso de los Adolescentes, dentro de sus derechos se encuentra que se le 
mantenga separado de los condenados por la legislación penal común; a tener un 
plan individual de ejecución orientado a reinsertarlo en la sociedad; no puede ser 
sometido a régimen de aislamiento o imposición de penas deban ser aplicados 
para evitar actos de violencia contra el adolescente o un tercero. Pero si es 
necesario tomar estas medidas de castigos las Autoridades del Sistema 
Penitenciario deben  de notificar a la Oficina de Ejecución y Vigilancia de las 
Sanciones Penales a los Adolescentes y a la Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos para que, de ser necesario, la revisen y fiscalicen; recibir 
asesoría legal individual y especializada, y a los mismos derechos de los otros 
privados de libertad que señale la ley. (Arto. 97 Ley 473, inco.4) 
Sin embargo, los privados de libertad además de tener derechos, deben tener 
obligaciones, las más importantes de mencionar la componen: 
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- Permanecer en el Centro Penitenciario a disposición de la autoridad judicial 
hasta su debida liberación o cumplimiento de la respectiva condena impuesta;  
- Cumplir con las normas de régimen interior y con las disposiciones orientadas 
por los funcionarios penitenciarios en el ejercicio de sus funciones, así como las 
medidas restrictivas y sanciones que se le impongan de acuerdo a su conducta y 
disciplina en el centro penitenciario previstas por la presente Ley y su Reglamento;  
- Colaborar para alcanzar una adecuada convivencia, respetar al personal del 
Sistema Penitenciario Nacional, a los otros internos y a las demás personas que 
entraren a los recintos penitenciarios;  
-   Asistir y cumplir con la disciplina laboral;  
- Participar en las actividades formativas, educativas, laborales, sociales 
deportivas y culturales que se definan como necesarias para el desarrollo de sus 
capacidades y habilidades. 
Es necesario que los privados de libertad, para poder gozar de algún tipo de 
beneficio deben tener una disciplina intachable, lo que significa que deben tener 
un buen comportamiento, y además que se integren a las diversas actividades sea 
estudio, trabajo, ir a la iglesia, es decir que se sometieron a tratamiento 
penitenciario, acciones positivas del privado que le demuestra  a los tribunales 
puedan que estos internos que desean gozar de algún beneficio pueden 
reintegrarse sin ningún problema a la sociedad. 
La comunidad internacional ha dejado claro que nuestro gobierno nicaragüense 
esta tan avanzado como cualquier otro en lo referente a la reforma penitenciaria, y 
a las alternativas de encarcelamiento. Nicaragua se ha destacado por sus 
métodos humanos e integrales para la rehabilitación de los internos. 
De tal manera que en todas las prisiones de Nicaragua, se han hecho grandes 
esfuerzos en pro de la educación, la escuela primaria está al alcance de todos los 
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prisioneros que tienen también la oportunidad de dejar la cárcel sin escoltas para 
asistir a las clases secundarias. Se ha hecho mucho énfasis en las actividades 
culturales y artísticas, y así algunos integrantes de grupos musicales de la cárcel 
cuentan que aprendieron a tocar instrumentos sin haber tenido ninguna 
experiencia (Revista Envio, 1986, p. 2). 
Se enseña también a los prisioneros carpintería y artesanía de calidad y aquellos 
que quieran trabajar en la cárcel reciben el salario correspondiente al tipo de 
trabajo realizado. Si perfeccionan sus habilidades, convirtiéndose en técnicos-
carpinteros por ejemplo, se les incrementa equitativamente el sueldo. El 
reglamento interno dispone que la mitad del salario devengado debe ser enviado a 
los familiares.  Algunos cuentan que les han enviado hasta el 90% dejándose el 
resto para comprar gaseosas, cigarros y pasteles en el comisariato de la prisión.  
Se mantienen los vínculos de prisionero con la familia y con los amigos 
encarcelados tienen derechos de visitas, incluidas las conyugales. Los que han 
alcanzado la “Etapa abierta” en el Sistema Penitenciario pueden ir a su casa una 
semana (Revista Envio, 1986, pág. 2). 
Donde el Régimen Penitenciario Nicaragüense hace todo el esfuerzo descrito a 
favor del reintegro de los privados de libertad, a pesar del poco presupuesto que 
otorga el Estado a favor de la institución penitenciaria.  
2.3.  Ley Ejecución, Beneficios y Control Jurisdiccional de la Sanción Penal 
La Ley. No. 745 fue probada el primero de Diciembre del 2010, publicada en la 
Gaceta No. 16 del 26 de Enero del 2011. 
 
El objeto de la Ley 745 es regular el control jurisdiccional de la ejecución de las 
sanciones penales, la vigilancia penitenciaria, el seguimiento de las medidas de 
seguridad y establecer el procedimiento para la tramitación y resolución de los 
incidentes correspondientes, garantizando la finalidad reeducativa de la imposición 
de la pena y la reinserción en la sociedad de la persona condenada (Arto.1 Ley 
745). 
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La sanción penal en su fase de ejecución tiene la finalidad primordial de procurar 
la transformación de la persona condenada mediante el sistema progresivo, 
aplicando un conjunto de beneficios, derechos e incentivos que estimulen su 
incorporación a un plan de reeducación y de reinserción paulatina en la sociedad.  
 
Esta ley, tiene la peculiaridad que es la primera ley que controla, da los requisitos 
y procedimientos penales para que se puedan tramitar los beneficios legales que 
pueden obtener los privados de libertad. 
 
a.  Principios fundamentales 
Los principios rectores del Derecho Penal están formulados, explícita o 
implícitamente en la Constitución Política de Nicaragua y el Código Penal y 
Procesal Penal de nuestro país, y a través de ellos se fijan unos límites que no 
pueden ser rebasados ni por el legislador, cuando legisla en materia Penal, ni por 
los Jueces y Magistrados cuando aplican las normas Penales, ni por la 
Administración cuando ejecuta las sanciones impuestas por los Órganos 
Jurisdiccionales. 
 
Estos principios rectores que recoge la ley 745 en sus Artículos del 2 y 3 se 
encuentra el de legalidad y garantía ejecutiva, que significa que nadie puede ser 
sometido a la ejecución de una pena o medidas de seguridad que no esté 
establecida por sentencia firme dictado por autoridad competente.  Donde el 
control de legalidad de los actos de la autoridad administrativa, será ejercido por el 
Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria.   
 
Los Juzgados de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria estarán organizados bajo lo 
dispuesto en la Ley No. 260, "Ley Orgánica del Poder Judicial de la República de 
Nicaragua" y demás leyes aplicables. Los funcionarios que ejerzan el cargo 
contarán con la calificación y especialización requerida y serán asistidos por un 
equipo interdisciplinario, que prestará auxilio en la gestión. 
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También se invoca el respeto a la dignidad e igualdad, que establece que toda 
persona condenada deberá ser tratada con el debido respeto a la dignidad 
inherente al ser humano, con protección de los derechos y en condiciones de 
igualdad, sin ningún tipo de discriminación, y el derecho a la defensa,  
a través de la Defensoría Pública, garantizará la asesoría legal a las personas 
condenadas que no tenga capacidad económica para sufragar los gastos de un 
abogado particular. También la celeridad procesal, es decir que los juicios de 
ejecución deben ser expeditos, e incluso las partes del proceso tienen derecho a 
impugnar las resoluciones emitidas por los Jueces de Ejecución y Vigilancia 
Penitenciaria,  y que las Audiencias serán orales (Artos.5, 6, y 7 Ley 745). 
 
También la  ley 745 destaca la intervención de la víctima en el proceso. Donde  
señala que el ofendido o víctima tiene derecho a ser parte en el proceso de 
ejecución de las penas y medidas, desde su inicio hasta su extinción o en 
cualquier estado en que se encuentre el proceso, cuando solicite su intervención. 
De tal manera que en el proceso se debe notificar a la víctima, para garantizar su 
intervención (Arto.11 Ley 745).    
 
b.  Límites de la Sanción Penal 
La sanción privativa de libertad consiste en la limitación de circulación de la 
persona condenada, bajo la custodia o control de las autoridades 
correspondientes (Arto.15 Ley 745).   
 
El día de privación de libertad equivale a veinticuatro horas, el mes a treinta días y 
el año a trescientos sesenta y cinco días. 
No se impondrá pena o penas que, aisladamente o en conjunto, duren más de 
treinta años. Para efectos de la aplicación de este límite, cuando la persona 
condenada se encuentre cumpliendo una sanción y se le imponga una nueva, la 
suma de la nueva pena más el monto pendiente de descontar no podrá de 30 
años.  
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c. Descuento de la Sanción Privativa de Libertad 
Dentro los beneficios que puede gozar un privado de libertad se encuentra la 
extinción de la pena, suspensión de la ejecución de la pena y la libertad 
condicional (Arto.16 Ley 745). 
 
c.1. Extinción de Pena 
Se les considera extinguidas, a las penas, cuando el interno cumplió con su 
condena,  es decir la efectiva prisión, sin embargo la ley también señala que si el 
privado de libertad está integrado a un régimen laboral, donde el trabajo se 
reconoce como un derecho para efecto de descuento y cumplimiento de la pena, a 
razón de un día de privación de libertad por día trabajado, una vez que la 
sentencia este firme. 
Cuando el interno se haya incorporado al régimen laboral en áreas artesanales, 
industriales, agropecuarias, de servicios, educativas entre otras, conforme la Ley 
del Régimen Penitenciario y de Ejecución de la Pena y su reglamento. 
Durante el cumplimiento de la medida cautelar de prisión preventiva, el tiempo 
laborado será abonado a la condena a razón de dos días de privación de libertad 
por cada día laborado. 
 
c.2.  Incidente de Suspensión de Ejecución de la Pena 
La suspensión es la detención de la aplicación efectiva de la pena ordenada por el 
juez o tribunal en la sentencia. Donde le corresponde exclusivamente al Juez o 
Tribunal sentenciador establecer las condiciones de cumplimiento de la sanción 
impuesta. Esta autoridad en la sentencia de condena podrá resolver sobre la 
suspensión condicional de la pena, en los supuestos establecidos en el artículo 87 
del Código Penal. 
 
En el caso que el Juez o Tribunal sentenciador concediera la suspensión de la 
ejecución de la pena, el expediente judicial será remitida inmediatamente al Juez 
de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, quien controlará el cumplimiento de las 
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obligaciones o deberes que se le hubiesen impuesto en la resolución. 
Promovido el incidente ante el Juez de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, se 
convocará audiencia a las partes para la evacuación de pruebas y su 
fundamentación.  Esta suspensión solamente  procede en los delitos menos 
graves y en las faltas penales. Son delitos menos graves, aquellos cuyo límite 
máximo a imponer conforme a la Ley es hasta cinco años de prisión. 
 
c.2.  Libertad Condicional 
La libertad condicional es el beneficio que se le concede judicialmente a los 
condenados después que hayan cumplido una determinada parte de su condena, 
y observado buena conducta, siempre que haya sido reo primario, y si el judicial 
competente le otorga el beneficio, el reo debe someterse a ciertas reglas, hasta la 
finalización de su condena. 
Se otorga libertad condicional en los delitos graves y menos graves, cuando a la 
persona condenada haya cumplido las dos terceras partes de efectiva prisión, 
cuando concurran las circunstancias del Código Penal.  
 
Este beneficio solo se aplica cuando a la persona condenada haya cumplido las 
tres cuartas partes de la pena de efectiva prisión. 
 
Pero existe una restricción en los delitos de: terrorismo, secuestro extorsivo, tráfico 
y extracción de órganos y tejidos humanos, tráfico de migrantes ilegales, delitos 
relacionados con estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias controladas 
exceptuando el delito tipificado de tenencia en el Código Penal, lavado de dinero 
bienes o activos, tráfico ilícito de armas, fabricación, trafico, tenencia y uso de 
armas restringidas, sustancias o artefactos explosivos, tráfico ilícito de vehículos, 
crimen organizado, violencia doméstica o intrafamiliar, delitos contra la libertad e 
integridad sexual, delitos contra el orden internacional, robo con violencia o 
intimidación en las personas, robo agravado. 
Cuando el delito sexual sea cometido contra niños, niñas y adolescentes no habrá 
lugar a ningún beneficio.  
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A los antes señalado, Gunther Jakobs (2003) El derecho penal del enemigo 
considera que el ser humano, no es por si persona, estableciendo una distinción 
entre persona y otros, a los que simple y llanamente denominados individuos, en 
el calificado de “no personas”, calificando que es “persona” aquel que acepta las 
normas y dictados del Estado, y que este no representa ni el más mínimo peligro 
para el sistema impuesto o establecido, merece “estatus de ciudadano”; y los que 
no están dispuestos a aceptar tal disposición, desconociendo y negándose a 
aceptar el “status quo”  son considerados “no personas”, “no ciudadanos”, 
individuos o seres peligrosos.  Esta última característica es permanente y previa, 
los convierte en enemigos.    
Una característica fundamental del derecho penal del enemigo, desde el punto de 
vista jurídico que se presta a que hay dos tipos de normas penales, un derecho 
penal del ciudadano y un derecho penal del enemigo. 
El primero se le aplica al ciudadano que acorde a su naturaleza imperfecta, no 
podría de otro modo, llegar más allá que a delinquir, y por tanto se le debe aplicar 
el derecho penal del ciudadano. A contrario censu “el enemigo” lo es tanto y 
cuanto no acepta el “status quo” lo resiste, y su peligrosidad es absolutamente 
amenazante, y como enemigo es necesaria su eliminación.  Y por ello  no se 
puede beneficiar de un derecho, del cual no le pertenece, careciendo por ello de 
los garantías y beneficios que sí tienen los ciudadanos (aunque sean delincuentes, 
de este modo aunque se violan garantías y derechos, donde no hay reproche por 
que en la población, ya se ha creado conciencia en la población de caracterizar al 
reo como “enemigo” (Blanco, 2010). 
En la opinión de Jacobs, el Derecho Penal del enemigo se caracteriza por tres 
elementos: 
a. Hay un adelantamiento de la pena a estadios previos a la comisión del delito, 
que ni siquiera están en el plano de la tentativa, sino de los actos preparatorios, la 
perspectiva del ordenamiento jurídico penal es prospectiva por que toma como 
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punto de referencia un hecho futuro, en lugar de ser retrospectiva que es lo 
normal, es decir referida a un hecho pasado o cometido. 
b. Las penas son desproporcionalmente altas en esos estadios previstos, y 
c. Las garantías procesales son recortadas y hasta suprimidas (Blanco, 2010, p. 
11). 
El catedrático de la Universidad Pompeau Fabra, Jesus-Maria Silva Sánchez, ha 
incorporado el fenómeno del derecho penal del enemigo a su propia visión política 
criminal.  En el marco del ordenamiento jurídico penal actual se diferencias dos 
velocidades. 
La primera velocidad, se refiere al derecho penal  en el que siguen imponiendo 
penas privativas de libertad como ha sido tradicional, aquí se mantiene vigentes 
los principios político-criminales, las reglas de imputación, y los principios 
procesales clásicos (como los del debido proceso).  La segunda velocidad esta 
constituida por aquellas infracciones en  las que se imponen penas pecuniarias o 
restrictivas de determinados derechos (sanciones de inhabilitación, de suspensión, 
de clausura). 
Frente a estos planteamientos, el Derecho penal del enemigo se presenta como la 
tercera velocidad, el que van a coexistir la imposición de penas privativas de la 
libertad, y la aplicación negativa de los principios político-criminales y las reglas de 
imputación objetiva, porque se llegan a penalizar los estadios previos, y recortar 
garantías procesales. 
El Doctor García Martin, coincide en identificar las regulaciones típicas de un 
derecho penal del enemigo, sintetizadas en: 
1) La anticipación de la punibilidad de actos preparatorios de hechos fututos, 
como podría ser la sola pertenencia a una organización criminal como en el caso 
del terrorismo. 
2) La desproporcionalidad de las penas, con la imposición de penas sumamente 
altas para actos preparativos o de tentativa, en comparación con delitos 
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consumados, llegándose a agravaciones desmesuradas por la sola pertenencia a 
una organización calificada como delictiva. 
3) Nos recuerda también que existe la tendencia reconocida por el propio Jacobs 
de llamar a esta legislación como ¨leyes de Lucha o de combate¨. 
4) Hay una restrictiva de garantías y derechos procesales de los imputados, 
cuestionándose la presunción de inocencia, dando paso a la licitud de la prueba 
prohibida, ampliándose plazos para la detención policial, la intercepción de 
comunicaciones sin resguardo alguno. 
5) Se producen regulaciones en el Derecho penitenciario que significa recorte de 
determinados beneficios, por ejemplo aquellos que tienen que ver con la 
clasificación y compartimentación de los internos, hasta las posibilidades de 
excarcelación anticipada (Blanco, 2010, p. 12). 
En la corriente del derecho penal del enemigo, nos encontramos con un derecho 
penal que da anticipación a los hechos delictivos, enmarcados en una propuesta 
de protección penal, con clara inclinación al aumento de las penas, la reforma a 
las leyes penales como un instrumento en contra del enemigo, al que hay que 
enfrentar reprimiéndoles y menoscabándoles las más sagradas garantías 
constitucionales y procesales, negándoles extremadamente si es posible el 
derecho a garantías de control constitucional del que cito por ejemplo el Recurso 
de Habeas Corpus, amparado de la libertad.  
Considero que la Ley 745 es un derecho penal del enemigo, puesto que contiene 
las características de Jacobs debido a que restringe la libertad condicional, 
imposición de penas privativas de la libertad, y la aplicación negativa de los 
principios político-criminales y las reglas de imputación objetiva, porque se llegan 
a penalizar los estadios previos, y recortar garantías procesales. 
El derecho penal del enemigo, como expresa el profesor Carlos Parma, propone 
instituciones como la prisión preventiva no excarcelable ni sustituible para algunos 
delitos como el crimen organizado, el terrorismo, que en el fondo es lo que más 
persiguen desaparecer, delitos económicos, el narcotráfico, pornografía infantil, 
entre otros, hasta lograr la legitimación a partir de la necesidad de la eliminación 
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de un peligro potencial, o futuro, la punibilidad se anticipa, y la pena se dirige hacia 
el aseguramiento de futuros acontecimientos (Blanco, 2010, p. 12). 
En entrevista realizado al Lic. Catalino Martínez (2011) señalo que los condenados 
los narcotráficos, lavado de dinero, terrorismo, violación, y los señalados por la 
referida ley, en el Sistema Penitenciario de Managua, no se les permite integrarlos 
a laborar para que no puedan liquidar sus penas, y de esta forma cumplir con la 
efectiva prisión¨. 
Se puede observar que esta  ley, viene a no solamente a regular el beneficio de la 
libertad condicional, sino a restringir que delitos pueden o no gozar del beneficio 
de libertad condicional.   
 
Y considero que esta ley 745 es violatoria a los derechos constitucionales de los 
condenados, ya que  viola los artículos 4, 7, 26, 27, 36, y 39 de la Constitución 
Política, numeral 60 de las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el 
tratamiento de los reclusos. 
Nuestra Constitución Política estipulas los referidos artículos constitucionales a 
favor de los privados de libertad, donde esta ley 745 es contradictoria, e inferior en 
jerarquía a las normas supremas. Lo cual constituye una infracción a los derechos 
fundamentales de los privados de liberad. 
 
Abogados litigantes manifiestan que la Ley 745, además de lo antes expresado, 
no respetan el principio de irretroactividad de la ley, donde sólo puede ser aplicado 
a favor del reo, muchos de los condenados que infringieron normas penales antes 
que entraran en vigencia el Código Penal de Nicaragua, Ley 611 del 2008, por 
ende se en encontraban regulados por el Código de 1974, que iban a gozar del 
beneficio de libertad condicional,  a partir de la entrada en vigencia con ley 745 
fueron negados estos beneficios ante los juzgados de Ejecución, donde los 
judiciales manifestaron, que se les negaba este beneficio en base a la Ley 745. 
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Es por tal razón, que se ha violentado el  artículo 567 de las Disposiciones 
transitorias, incisos 1 y 2 del Código Penal de Nicaragua, que establecen que los 
delitos y faltas cometidos con anterioridad a la entrada en vigencia del código 
actual, se juzgaran conforme al Código Penal de 1974, y hablan del efecto 
retroactivo en cuanto favorezcan al acusado o sentenciado. 
 
Es claro que nuestro país ha sido destacado por tener un buen Régimen 
Penitenciario, en comparación con los hermanos Centroamericanos, por los 
objetivos de velar por la integridad de los internos, e implementar políticas 
estratégicas para luchar por su reintegro, tal y como se aplicaba con la Ley 473, 
con ciertas restricciones del Código Penal vigente, donde solamente restringía a 
los penados que habían cometido delitos sexuales, que no podían gozar de ningún 
beneficio, lo cual perjudicaba a una reducida población de privados, pero esta ley 
viene a restringir a un alto porcentaje de esta población, quienes serán 
denigrados, y apartados de integrarse a laborar. 
 
Esto es un problema jurídico y social, puesto que la población de estos internos, al 
tener conocimientos que no van a gozar de, beneficio de libertad condicional, 
siendo uno de los requisitos tener buena conducta, razono que no les va importar 
tener un buen comportamiento en el sistema.  Otro problema de reintegro, es que 
si ellos no tienen derecho a laborar, va ser un problema para el Equipo 
Interinstitucional ayudar a este interno a reintegrarse  a ser de nuevo parte de la 
sociedad.  
 
De tal manera, que se va perder la finalidad del Régimen Penitenciario 
Nicaragüense en la lucha de la labor de rehabilitarlos, la cárcel se va ver como 
castigo, como desintegración, desigualdad, lo cual va ser para nuestro 
reconocimiento ante la comunidad internacional por tener un sistema reeducativo, 
ya no un avance, sino un retroceso. 
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Es indispensable preguntar, porque sí Nicaragua había tenido un avance desde 
este punto de vista, por que ahora se van implementar esta ley 745 denigrante, la 
respuesta la encontramos en la critica que hace el Licenciado Blanco, en su peiper  
que critica el derecho penal del enemigo de Jacobs, que dice literalmente: 
 “Como es sabido difícilmente reducción de la tasa de la criminalidad, pero si va a 
reducir materialmente, las garantías legales y procesales propios de un estado de 
derecho, por lo que bajo el argumento de la seguridad de todos y por las justas 
exigencias del bien común y la guerra declarada por parte de los Estados Unidos, 
y otra disfrazada de constitucional en Europa, a raíz de sucesos que conmovieron 
a la comunidad internacional del 11 de Septiembre del 2001 en New York, y del 11 
de Marzo del 2004 en Madrid (Blanco, 2010, p. 12). 
Lo cual significa que Nicaragua, por ser un país subdesarrollado, dependiente de 
países del tercer mundo como EEUU y Europa, para no ir en contra de sus 
políticas criminales, y seguir la corriente para no ser enemigos de estos países, 
sacrificamos los derechos fundamentales y constitucionales de los reos del 
Sistema Penitenciario de Nicaragua, quienes con esta ley 745 les restringe el 
beneficio de gozar de libertad condicional, y por ende interrumpe con el régimen 
progresivo que se aplica en nuestro Sistema Penitenciario Nicaragüense.  
En entrevista realizada al Dr. Vicente Santamaría (2011) manifiesta que la Ley 745 
fue realizada producto de la reunión de cumbres de presidentes, quienes debían 
tener una ley que estuviera en contra del Crimen Organizado.  El Dr. Santamaría 
señala que la ley no es mala, sino que hay ciertos artículos que no tienen una 
carga correcta para los reos, y el problema que con esta ley casi nadie sale de la 
cárcel, en comparación que antes de la aplicación de la ley 745, el  daba el 
beneficio de libertad condicional a 10 reos de forma mensual, quienes cumplían 
con los requisitos exigidos por la ley correspondiente. 
Siendo que en Granada los delitos que más se cometen se encuentran en primer 
lugar el de Violación, en segundo el de tráficos de Estupefacientes, y en tercer 
lugar el de Violencia Intrafamiliar.  
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Es por tal razón que en el caso de Granada, las celdas se encuentran más llenas, 
y no existe ni las condiciones, ni el presupuesto necesario para enfrentar esta 
problemática.  
d. Trámite para el Incidente de Libertad Condicional 
La ley 745 señala el procedimiento a seguir para llevar a cabo el incidente de 
Libertad condicional, siendo el siguiente (Arto.28 Ley 745): 
En primer lugar, la solicitud deberá presentarse por escrito ante la autoridad 
judicial competente.  
Donde el Juez requerirá a la autoridad penitenciaria,  mediante auto la remisión 
dentro del plazo máximo de ocho días más el término de la distancia el informe de 
evaluación de conducta y el pronóstico individualizado de reinserción social 
correspondiente de la persona condenada, donde conste su desenvolvimiento 
dentro del penal, sus recursos externos de apoyo y deberá contener el grado de 
peligrosidad social; determinado de manera medible y objetiva, tomando en cuenta 
la reincidencia delictiva, el modo de cometer el hecho delictivo y el tipo de delito. 
En la práctica el Sistema Penitenciario Nacional otorga carta evaluativa del 
interno, con todas las especificaciones de la conducta del interno,  tiempo de 
efectiva prisión, y tiempo laborado (ver Anexo No. 1 carta Evaluativa). 
 
En el mismo auto de trámite, se convocará audiencia a las partes para que 
aleguen lo que tengan a bien y evacuen las pruebas. De no remitirse el informe 
oportunamente, se convocará a la autoridad penitenciaria a la audiencia oral 
correspondiente para que en ese acto rinda su informe. 
 
Cuando sea necesario obtener mayor información o pruebas que evacuar, el Juez 
aún de oficio o a petición de parte abrirá a pruebas el incidente por un plazo de 
ocho días, después del cual decidirá mediante sentencia dentro de un plazo de 
cinco días. 
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De ser necesario la autoridad podrá suspender la audiencia por el plazo máximo 
de sesenta minutos y en el acto procederá a comunicar a las partes su decisión, 
exponiendo las razones o motivos de la misma y dejando constancia en el acta 
correspondiente. 
El Juez, al conceder la libertad condicional, podrá imponer a la persona 
condenada, por el plazo que resta para el efectivo cumplimiento de la sanción, 
alguna o algunas de las siguientes condiciones, de acuerdo con las 
particularidades del caso y con fundamento en la prueba evacuada (Arto. 29 Ley 
745): 
- La obligación de someterse al cuidado y vigilancia de un familiar o responsable o 
institución determinada, que informará regularmente al Juzgado;  
- La obligación de presentarse periódicamente ante el Juzgado que se designe; 
- La prohibición de salir del país; 
- La obligación de tener un domicilio fijo y conocido, mismo que solo podrá 
modificar con autorización del Juzgado; 
-  La prohibición de acercarse o perturbar a la víctima o sus familiares; 
- La obligación de realizar un oficio, trabajo o incorporarse a programas 
educativos, de capacitación o formativos; 
- La prohibición de consumir bebidas alcohólicas o drogas o visitar determinados 
lugares o establecimientos; 
-  La prohibición de tenencia o portación de armas; 
- La prohibición de conducir vehículos automotores; 
- El ingreso a un centro para el tratamiento de adicciones o su sometimiento a un 
tratamiento médico externo; 
-  Las condiciones o restricciones propuestas por el propio condenado o cualquier 
otra condición necesaria que se tome útil en función de asegurar el cumplimiento, 
siempre que sea respetuosa de la dignidad humana, sus derechos fundamentales 
y de factible cumplimiento conforme a su situación socioeconómica. 
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Si el interno, que es beneficiado con libertad condicional, e incumple con estas 
condiciones, o vuelve a delinquir, automáticamente regresa a la cárcel bajo 
régimen penitenciario.  
Revocada definitivamente la libertad condicional, la persona condenada deberá 
cumplir el monto de la pena pendiente a partir de la fecha en que la autoridad 
judicial determine que se produjo el incumplimiento del beneficio. Transcurrido el 
plazo de la libertad condicional sin que haya sido revocada, la pena quedará 
extinguida en su totalidad  
 
Es por tal razón que la sentencia que otorgue el beneficio de libertad condicional, 
deberá ser notificada de forma personal a la persona condenada para darle a 
conocer las condiciones bajo las cuales se le otorga el beneficio y las 
consecuencias de su incumplimiento. 
En caso de que se remita informe de incumplimiento de las condiciones 
impuestas, el juez podrá modificar cautelarmente las condiciones dictadas u 
ordenar la revocatoria provisional del beneficio por el plazo de tres meses, 
mientras se resuelve en definitiva el asunto, previa garantía de defensa y 
audiencia oral. 
La libertad condicional será revocada o modificada en los siguientes casos 
(Arto.32 Ley 745):  
a) Por incumplimiento grave de alguna de las condiciones fijadas por el Juez; y  b) 
Por la comisión de un nuevo delito, sancionado con pena privativa de libertad 
mayor de seis meses, durante el periodo de prueba.  
Tendrán recurso de apelación, las resoluciones que modifiquen las condiciones u 
orden en la revocatoria cautelar o definitiva. 
 
e.  Recurso de Apelación y Casación 
A disposición de las partes, otras vías judiciales, cuando el final del proceso, con 
la emisión de la sentencia por parte del judicial, donde dicha resolución produzca 
agravios a consideración de las partes, las partes interponen el recurso 
correspondiente contra estas decisiones judiciales. El Código Procesal Penal, y la 
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ley 745 establecen que las partes pueden interponer dos tipos de recursos en los 
delitos menos graves y faltas penales, dentro de los cuales se encuentran el 
Recurso de Apelación y Casación (Arto.45 Ley 745). 
La autoridad judicial competente para conocer del Recurso de Apelación contra las 
sentencias del Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, será la Sala Penal 
del Tribunal de Apelaciones de la circunscripción judicial correspondiente. Y para 
conocer y resolver del recurso de casación, será competente la Sala Penal de la 
Corte Suprema de Justicia.  
Los recursos se admitirán en el efecto devolutivo. Se tramitará de conformidad con 
lo dispuesto en el Código Procesal Penal y deberán resolverse dentro del plazo 
máximo de un mes, a partir de su interposición. 
 
En entrevista realizada al Dr. Santamaría (2011) manifiesta que en la práctica las 
principales dificultades que presenta en el proceso, es cuando los expedientes son 
remitidos a Apelación, y peor Casación,  puesto que pasan varios meses sin 
resolver los recursos la Autoridad competente, y son los reos, los que sufren por 
que el tiempo que se pierde en esas instancias.  Sin embargo, algo positivo que 
manifiesta la Ley 745 que los recursos de Apelación y Casación, deben cumplir el 
tiempo pertinente, evitando así la retardación de justicia. 
 
f. Relevancias de la ley 745 
Dentro las relevancias de esta ley se encuentra que mandata el juez técnico en 
ciertos delitos, también la aplicación del trabajo en beneficio de la comunidad, 
registro nacional de antecedentes penales, y la creación del Auxiliar judicial (Artos. 
71 y 72 Ley 745) 
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f.1. Juez técnico 
Esta ley mandata que los juicios por delitos de violencia doméstica o intrafamiliar, 
abigeato, secuestro extorsivo y crimen organizado se realizaran con juez técnico. 
Esta disposición es aplicable también a los delitos contenidos en los siguientes 
capítulos: delitos contra la libertad e integridad sexual; lavado de dinero, bienes o 
activos; delitos relacionados con estupefacientes, psicotrópicos y otras sustancias 
controladas; terrorismo; cohecho; tráfico de influencias; peculado; malversación de 
caudales públicos fraudes, exacciones y robo con violencia o intimidación en las 
personas y el robo agravado (Arto. 44 Ley 745). 
 
En todos estos delitos que en la pena se clasifique como grave por su naturaleza, 
se tramitarán en prisión preventiva mientras dure el proceso hasta que se dicte 
sentencia. 
Es por tal razón que hoy en día los jueces dictan prisión preventiva en estos casos 
de delitos.  Esta disposición es una infracción a los principios constitucionales, y al 
principio de inocencia, debido al hecho que la prisión preventiva es regla en estos 
procesos. 
Con la aplicación de este precepto, la Ley 745 esta violentado el principio de 
inocencia, contemplado nuestra norma penal. Este principio se basa, en que toda 
persona acusada es inocente, mientras no se le compruebe la culpabilidad, 
mediante sentencia firme.  Es precisamente que durante el juicio, en el que el 
imputado está siendo procesado por algún delito, es necesario aclarar, que si no 
se desvirtúa este valioso principio de Inocencia será siempre inocente, mediante 
no se le compruebe la culpabilidad del delito que se le acusa. 
Por ejemplo si una persona x, amenaza a otra persona, y el Ministerio Público 
(Fiscalía) quien tiene la carga de la prueba, no presenta los elementos suficientes 
para demostrar la culpabilidad de la persona x, se podrá decir que existe duda 
razonable sobre la culpabilidad de dicha persona, entonces se mantiene el 
Principio de Inocencia, y el Judicial de Inso facto procederá a la absolución de la 
persona que goza de este principio, por no haberse desvirtuado desde el inicio del 
proceso hasta la sentencia firme el Principio de Inocencia.    
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Nuestro Código Procesal Penal, recoge esta garantía en su artículo 2, 
estableciendo claramente que toda persona a quien se le impute un delito se 
presumirá inocente, y como tal debe ser tratado en todo momento del proceso 
mientras no se declare su culpabilidad mediante sentencia firme. 
La Constitución Política de Nicaragua, en el artículo 34, numeral primero, al 
expresar que: “Todo procesado tiene derecho a que se presuma su inocencia, 
mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”. Dicho artículo hace 
prevalecer la presunción de inocencia. 
En los Tratados Internacionales, la presunción de inocencia se encuentra en el 
Pacto  Internacional de derechos Civiles y Políticos, en el artículo 14.2, en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en su Artículo 8.2, en la 
Declaración  Universal de los Derechos Humanos, en el articulo 11.1 y en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en su artículo 26).  
Podemos observar que con la jerarquía constitucional de los Tratados 
Internacionales sobre derechos Humanos, el Estado de Inocencia se convierte en 
una nueva garantía para las personas con rango Constitucional. 
f.2. Trabajo en Beneficio de la Comunidad 
Radicado el expediente en el Juzgado de Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, se 
ordenará inmediatamente la presentación personal del sancionado con la finalidad 
de advertirle de sus obligaciones, informándole de la entidad beneficiada y el 
encargado de controlar su trabajo, previniéndole presentarse ante éste, dentro del 
plazo de tres días. Vencido ese plazo, se requerirá al encargado de dar 
seguimiento a la prestación, se sirva informar periódicamente sobre el 
cumplimiento de la misma (Arto.49 Ley 745).  
 
Antes de la entrada en vigencia de esta ley, se usaba mucho la imposición de 
trabajo en beneficio a la comunidad, donde los jueces de ejecución mandaba a 
realizar labores de limpiar las calles en  coordinación con la Alcaldía 
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correspondiente, donde los privados que gozaban de libertad condicional, tenían 
que cumplirá bajo régimen de prueba con este tipo de trabajo.  
 
En caso de tres ausencias de la persona condenada, se citará a éste y a las 
partes a audiencia oral y de no justificarse las mismas, se procederá a ordenar la 
privación de libertad de conformidad con el artículo 62 del Código Penal, que 
establece el Acuerdo Condicionado, es aquel acuerdo alcanzado mediante 
cualquiera de los procedimientos establecidos para estar supeditado a una 
condición suspensiva, de cuyo cumplimiento dependerá su validez. Contra la 
resolución procede el Recurso de Apelación. 
En entrevista realizada al Dr. Santamaría (2011) señala que él como Juez de 
Ejecución en Granada, tiene convenio con la Alcaldía de esa ciudad para que los 
reos, o procesados puedan cumplir beneficios a la comunidad, donde la Alcaldía 
tiene un registro de las horas laborales que realiza el referido sancionado.  
 
f.3. Registro Nacional de Antecedentes Penales 
 
Este registro es adscrito a la Corte Suprema de Justicia, encargado de recopilar, 
archivar y mantener actualizada la información de todas las sentencias 
condenatorias dictadas por los Juzgados y Tribunales de la República, registrando 
los antecedentes penales correspondientes. La Corte Suprema de Justicia deberá 
reglamentar el procedimiento para la cancelación automática de los antecedentes 
y el acceso a esta información.  
 
El Arto.136 del Código Penal señala que los condenados que hayan extinguido su 
responsabilidad penal tienen derecho a obtener de la autoridad respectiva la 
cancelación de sus antecedentes penales, previo informe del Juez o Tribunal 
sentenciador. 
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 Donde serán requisitos indispensables:  
 
a) Tener satisfechas las responsabilidades civiles provenientes de la infracción, 
excepto en los supuestos de insolvencia declarada por el Juez o Tribunal 
sentenciador, salvo que el condenado hubiera venido a mejor fortuna. 
b) Haber transcurrido, sin delinquir de nuevo el culpable, los siguientes plazos: 
seis meses para las penas leves; dos años para las penas que no excedan de 
doce meses y las impuestas por delitos imprudentes; tres años para las restantes 
penas menos graves; y cinco para las penas graves. 
 
Estos plazos se contarán desde el día siguiente a aquél en que estuviera 
extinguida la pena, incluido el supuesto de que sea revocada la condena 
condicional. 
Las inscripciones de antecedentes penales no serán públicas. Durante su vigencia 
sólo se emitirán certificaciones en los casos y con las limitaciones y garantías 
previstas por la ley.  En todo caso, se librarán las que soliciten los jueces o 
tribunales, se refieran o no a inscripciones canceladas, haciendo constar 
expresamente, si se da, esta última circunstancia. 
 
También pueden registrarse las anotaciones de las medidas de seguridad 
impuestas conforme a lo dispuesto en este Código o en otras leyes penales serán 
canceladas una vez cumplida o prescrita la respectiva medida; mientras tanto, sólo 
figurarán en las certificaciones que la autoridad respectiva expida con destino a 
jueces o tribunales o autoridades administrativas, en los casos establecidos por la 
ley (Arto.137 CP). 
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f.4.  Auxiliar Judicial 
 
El Auxiliar judicial es una persona que con sus funciones colaboran con la 
administración de justicia. Se crea esta figura para el seguimiento y control de 
beneficios y derechos, donde se asignará al menos una plaza de auxiliar judicial y 
asistente social en cada despacho.  
Tratándose de circunscripciones judiciales donde existan varios Juzgados de 
Ejecución y Vigilancia Penitenciaria, podrán ubicarse en una oficina administrativa 
independiente, adscritos a las dependencias de Ejecución de la Pena. 
 
Para finalizar  la ley 745 explico el  Magistrado Marvin Aguilar García, que se dio a 
raíz del vacío en la legislación y poca claridad en el CPP, en lo relativo a la 
ejecución, beneficios y control de la sanción penal, y en la clasificación de los 
delitos.  
También añade que la población venia quejándose de que algunos reos salían 
libres sin haber cumplido la pena en delitos considerados graves, entre los cuales 
están los de aquellos ligados a la narcoactividad (Arevalo Mayorga, 2011). 
  
El Magistrado Marvin Aguilar, dijo que con la ley 745 ahora se aclara que  quienes 
y cuando se puede aplicar la libertad condicional, y los elementos como los 
derechos y beneficios que goza un privado de libertad, son también definidos 
cuando se deben aplicar.  Donde el beneficio puede ser optativo, siempre y 
cuando el juez realice una valoración previa y determinar si el reo no representa 
alta peligrosidad. 
 
De igual manera esta ley, señala que corresponde al juez de ejecución y vigilancia 
penitenciaria otorgar el beneficio de la convivencia familiar, de igual manera, dar 
seguimiento y control a los deberes impuestos a las personas que gocen de dicho 
régimen.  
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2.4.  Ley 161, Código Penal de Nicaragua 
 
El último cambio trascendental a las normas adjetivas del Derecho Penal 
Nicaragüense, lo constituye la Creación y entrada en vigencia del Código penal en 
el año 2008, que deroga el Código penal de Nicaragua de 1974. 
El nuevo Código Penal nicaragüense, Ley 641, publicado en el Diario Oficial La 
Gaceta, bajo los números 83,84, 85, 86, y 87 el día lunes 5, martes 6, miércoles 7, 
jueves 8, y viernes 9 de mayo de 2008, y que actualmente se encuentra en 
vigencia, viniendo a implementar el Sistema Acusatorio en contraposición al Mixto, 
respondiendo el sistema acusatorio a una mayor vigilancia del respeto de los 
derechos humanos. 
La ley penal establece en su normativa el beneficio de la libertad condicional en 
las penas de prisión que excedan los cinco años, sin embargo,  los sentenciados 
deben cumplir con los siguientes requisitos (Arto.96 CP): 
a) Que hayan cumplido las dos terceras partes de la condena impuesta; Por 
ejemplo un condenado a 12 años, su tercera parte seria 8 años, es decir se aplica 
la regla de tres.  
b) Que hayan observado buena conducta y exista, respecto de los mismos, un 
pronóstico individualizado y favorable de reinserción social, emitido por las 
autoridades penitenciarias. 
 
Significa que las Autoridades penitenciarias,  dependiendo de la actitud y conducta 
de este sujeto, van a emitir en su dictamen, que sí éste condenado puede 
integrarse en la sociedad.  
Donde el período de prueba para la libertad condicional contempla el tiempo que 
falte para el cumplimiento de la condena y durante el mismo, el condenado estará 
sujeto a la vigilancia de la autoridad, quien exigirá al penado a presentarse 
personalmente de manera periódica.  Comúnmente esta presentación periódica es 
de una vez al mes. La norma penal señala que si durante el período de prueba el 
condenado cometiere un nuevo delito o violare los deberes que se le hayan 
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impuesto, se le revocará la libertad condicional y se le hará efectivo el resto de la 
pena que haya dejado de cumplir. 
 
La única restricción es que el Código penal  restringe la medición y cualquier 
beneficio a los reos que cometieron delito sexual contra niños, niñas y 
adolescentes (arto.181 CP) 
 
También se establece Libertad condicional extraordinaria en el caso de los 
condenados que hayan cumplido la edad de setenta años o la cumplan durante la 
ejecución de la condena, y reúnan los requisitos exigidos por la ley, excepto el 
cumplimiento de las dos terceras partes de la condena, podrán obtener la 
concesión de libertad condicional. Lo cual es una gracia para las personas de la 
tercera edad, que  la ley considera que por su ancianidad al menos pueden estar 
en su casa.  
Igualmente se puede dar la libertad condicional a personas que se encuentren 
gravemente enfermas, con padecimientos incurables y terminales, donde el 
médico forense,  al evaluar al reo enfermo dictaminara en su informe que esta 
persona por su grave estado, no puede permanecer más en la cárcel. 
 
En entrevista realizada al Licenciado Martínez (2011) señaló que en el Sistema 
Penitenciario, con relación a casos de privados de libertad, con estado de salud 
muy crítico,  ellos como sistema informan a las partes correspondientes del estado 
de salud del privado de libertad para evitar que mueran en prisión, y puedan tener 
una muerte digna. En este caso, no se pide que el reo cumpla algún requisito, sino 
que está en dependencia del todo un equipo que tiene responsabilidades legales 
compartidas que deben  tener pleno conocimiento de las condiciones el Dictamen 
médico legal, donde se diagnostique que el recluso no puede permanecer más en 
la cárcel porque tiene una enfermedad terminal.   
 
Considero que en este caso, la ley es compasiva con la situación de estas 
personas, puesto que si bien y cierto, cometieron un delito, y deben pagar 
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encerrados por su infracción,  el castigo de la enfermedad y la muerte es mayor y 
superior que el mal causado, es por cuestiones de humanidad que este ser 
humano que fue condenado, tiene al menos el derecho de morir en paz y tranquilo 
con su familia.  
 
2.5.  Código Procesal Penal 
La Asamblea Nacional, en el mes de Octubre, realizó una jornada histórica para 
Nicaragua, al aprobar el proyecto del Código Procesal Penal, el día 14 de Febrero 
del 2001 los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, introdujeron el 
Anteproyecto de Ley denominado Código Procesal Penal. 
Finalmente, la Asamblea Nacional aprobó el Código Procesal Penal, Ley 406, el 
cual, fue publicado en la Gaceta, Diario Oficial, los días 21 y 24 de Diciembre del 
2001.   
Nuestra norma procesal regula en su  Capítulo Cuarto la  Ejecución de Sentencia 
establece que el condenado podrá ejercer, durante la ejecución de la pena, los 
derechos y las facultades que le otorgan la Constitución Política, los tratados y 
convenios internacionales en materia de derechos humanos ratificados por 
Nicaragua, las leyes penales, penitenciarias y los reglamentos, y planteará ante el 
tribunal que corresponda las observaciones, recursos e incidencias que con 
fundamento en aquellas reglas, estime convenientes. (Arto.402 CPP) 
La sentencia es ejecutada por los Jueces de Ejecución, quien es el competente 
para realizar la fijación de la pena o las medidas de seguridad, así como de las 
condiciones de su cumplimiento.  
Las partes del proceso como el Ministerio Público, el acusador particular, el 
querellante, el condenado o su defensor podrán plantear ante el competente Juez 
de Ejecución de la pena incidentes relativos a la ejecución, sustitución, 
modificación o extinción de la pena o de las medidas de seguridad.  
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El incidente consiste en el litigio accesorio suscitado con ocasión de un juicio, 
normalmente sobre circunstancias de orden procesal, y que se decide mediante 
una sentencia (Ossorio, 1994, p. 497). 
Estos incidentes deberán ser resueltos dentro del plazo de cinco días, previa 
audiencia a los demás intervinientes. Si fuera necesario incorporar elementos de 
prueba, el Juez de Ejecución, aun de oficio, ordenará una investigación sumaria, 
después de la cual decidirá los incidentes relativos a la libertad anticipada y 
aquellos en los cuales, por su importancia, el Juez de Ejecución de la pena lo 
estime necesario, serán resueltos en audiencia oral citando a los testigos y peritos 
que deben informar durante el debate.  
El Juez de Ejecución decidirá por auto fundado, es decir que la Autoridad en su 
decisión debe plasmar su fundamento de hechos y derechos por los cuales se 
baso para emitir su resolución.  
Contra lo resuelto, procede al  Recurso de Apelación ante la Sala Penal del 
Tribunal de Apelación en cuya competencia territorial ejerza sus funciones el Juez 
de Ejecución correspondiente; donde la interposición del recurso de apelación no 
suspenderá la ejecución de la pena.  
También la norma procesal establece que los reos tienen derecho a la defensa, 
donde señala que la labor del defensor culminará con la sentencia firme, sin 
perjuicio de que continúe en el ejercicio de la defensa técnica durante la ejecución 
de la pena. Asimismo, el condenado podrá designar un nuevo defensor y, en su 
defecto, se le podrá designar un defensor público o de oficio conforme a lo 
estipulado en la norma penal. 
El ejercicio de la defensa durante la ejecución penal consiste en el asesoramiento 
al condenado, para la interposición de las gestiones necesarias en resguardo de 
sus derechos. No será deber de la defensa vigilar el cumplimiento de la pena.  
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La Constitución Política de la República de Nicaragua, establece en su artículo 34, 
numeral 4, que todo procesado tiene derecho ¨ A que se garantice su intervención 
y defensa, desde el inicio del proceso, y disponer de tiempo y medios adecuados 
para su defensa ¨. 
Por lo antes dicho, y con el fin de respetar los derechos constitucionales del 
imputado o acusado, éste deberá ser asistido por un Abogado Defensor, quien 
deberá actuar en función del emputado, o acusado.  El abogado defensor deberá 
velar por los derechos de su defendido, y que se respeten verdaderamente los 
procedimientos legales, establecidos en las Leyes vigentes, la Defensa, ya sea 
privada o pública, donde tienen la obligación de asesorar al acusado, sobre 
cuestiones jurídicas, y las actuaciones futuras que se troncarán como medios de 
defensa en juicio. 
a. Atribuciones de los Jueces de Ejecución 
En entrevista realizada al Doctor Vicente Santamaría (2011) señala que las 
funciones que tiene como juez, se establece en el Arto.407 del CPP, pero también 
tienen dentro de sus funciones resguardar los expedientes que tienen en 
sentencia firme, visitar a los reos en el sistema, tener un control de su conducta, 
etc.  
Dentro de las atribuciones de los jueces de ejecución se encuentran (Arto.407 
CPP): 
- Hacer comparecer ante su Autoridad a los condenados o a los funcionarios del 
Sistema Penitenciario Nacional, con fines de vigilancia y control;  
- Mantener, sustituir, modificar o hacer cesar las penas y las medidas de 
seguridad, así como las condiciones de su cumplimiento;  
- Visitar los centros de reclusión, por lo menos una vez al mes, con el fin de 
constatar el respeto de los derechos fundamentales y penitenciarios de los 
internos, y ordenar las medidas correctivas que estimen convenientes;  
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- Decidir, con aplicación del procedimiento previsto para los incidentes de 
ejecución, las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con el 
régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecten sus derechos;  
-  Resolver, por vía de recurso, las reclamaciones que formulen los internos sobre 
sanciones disciplinarias;  
- Aprobar las sanciones de ubicación en celdas de aislamiento por más de 
cuarenta y ocho horas, y  dar seguimiento y controlar el cumplimiento de las penas 
no privativas de libertad.  
Sin embargo existirán medidas de seguridad donde el Juez examinará, 
periódicamente, la situación de quien sufre una medida. Fijará un plazo no mayor 
de seis meses entre cada examen, previo informe del establecimiento y de los 
peritos. La decisión versará sobre la cesación o continuación de la medida y, en 
este último supuesto, podrá ordenar la modificación del tratamiento.  
Cuando el Juez tenga conocimiento, por informe fundado, de que desaparecieron 
las causas que motivaron la internación, procederá a su sustitución o cancelación.  
Cuando se hayan dictado varias sentencias de condena contra una misma 
persona o cuando después de una condena firme se deba juzgar a la misma 
persona por otro hecho anterior o posterior a la condena, un solo juez unificará las 
penas, según corresponda (Arto.408 CPP) 
La sentencia condenatoria deberá quedar firme para originar su ejecución. 
Inmediatamente después de quedar firme, se ordenarán las comunicaciones e 
inscripciones correspondientes. El tribunal ordenará la realización de las medidas 
necesarias para que se cumplan los efectos de la sentencia.  
En el Cómputo definitivo el Juez de Sentencia realizará el cómputo de la pena, y 
descontará de ésta la prisión preventiva y el arresto domiciliario cumplidos por el 
condenado, para determinar con precisión la fecha en la que finalizará la condena.  
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Si durante la ejecución de la pena privativa de libertad, el condenado sufre alguna 
enfermedad que no pueda ser atendida adecuadamente en la cárcel que ponga en 
grave riesgo su salud o su vida, el Juez de Ejecución de la pena dispondrá, previo 
los informes médicos forenses que sean necesarios, la internación del enfermo en 
un establecimiento adecuado y ordenará las medidas necesarias para evitar la 
fuga (Arto.411 CPP). 
Si se trata de alteración psíquica, perturbación o alteración de la percepción del 
condenado, el Juez de Ejecución, luego de los informes médicos forenses que 
sean necesarios, dispondrá el traslado a un centro especializado de atención.  
Las autoridades del establecimiento penitenciario tendrán iguales facultades, 
cuando se trate de casos urgentes; pero la medida deberá ser comunicada de 
inmediato al juez de ejecución, quien podrá confirmarla o revocarla. Estas reglas 
son aplicables a la prisión preventiva en relación con el tribunal que conozca del 
proceso, y a las restantes penas en cuanto sean susceptibles de ser suspendidas 
por enfermedad.  
El tiempo de internación se computará a los fines de la pena siempre que el 
condenado esté privado de libertad.  
El Juez de Ejecución de la pena podrá suspender el cumplimiento de la pena 
privativa de libertad, en los siguientes casos:  
Cuando deba cumplirla una mujer en estado de embarazo o con un hijo menor de 
un año de edad, y, si el condenado se encuentra gravemente enfermo, o padece 
de enfermedad crónica grave y la ejecución de la pena pone en peligro su vida, 
según dictamen médico forense. (Arto.412 CPP) 
Cuando finalicen estas condiciones, la sentencia continuará ejecutándose.  
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b. Medidas de seguridad 
 El juez examinará, periódicamente, la situación de quien sufre una medida. Fijará 
un plazo no mayor de seis meses entre cada examen, previo informe del 
establecimiento y de los peritos. La decisión versará sobre la cesación o 
continuación de la medida y, en este último caso, podrá ordenar la modificación 
del tratamiento.  
Cuando el juez tenga conocimiento, por informe fundado, de que desaparecieron 
las causas que motivaron la internación, procederá a su sustitución o cancelación.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 ³$QiOLVLV-urídico del Incidente de Libertad &RQGLFLRQDOHQHO'HUHFKR3HQDO1LFDUDJHQVH”         
 
 
Capítulo III. Marco Jurídico del Sistema Penitenciario de Nicaragua  en 
comparación con el Sistema de Guatemala 
 
En este capítulo se realiza un análisis del ordenamiento jurídico penitenciario del 
país de Guatemala, donde se aborda inicialmente su Constitución política, 
posteriormente la ley penitenciaria, el Código Procesal y Código Penal de 
Nicaragua.  
Seleccioné el país de Guatemala, por el hecho que de acuerdo a las 
investigaciones realizadas el sistema Guatemalteco presenta grandes problemas 
penitenciarios, tanto en sobrepoblación mayor, la peor estructura carcelaria, poco 
presupuesto, y donde se han cometido grave violaciones a los derechos humanos, 
y sobre todo que su sistema esta militarizado. Preferí este país, por que realizar un 
mejor estudio de análisis comparativo, se necesita de un país con un sistema, 
totalmente diferente, y no análogo al de Nicaragua.  
 
3. Legislación penitenciaria en Guatemala 
3.1. Constitución Política  
La Constitución política fue aprobada en el Salón de Sesiones de la Asamblea 
Nacional Constituyente, en la Ciudad de Guatemala, a los treinta y un días del 
mes de Mayo de Mil Novecientos Ochenta y Cinco y reformada por Acuerdo 
legislativo No. 18-93 del 17 de Noviembre de 1993. 
Esta Carta Magna regula los derechos fundamentales de los ciudadanos 
guatemaltecos, y señala que el Estado se organiza para proteger a la persona y a 
la familia; su fin supremo es la realización del bien común. 
Con respecto a la situación de los reos condenados, la norma suprema en su 
Artículo 10 habla del  Centro de Detención Legal, el cual establece que las 
personas aprehendidas por la autoridad no podrán ser conducidas a lugares de 
detención, arresto o prisión diferentes a los que están legal y públicamente 
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destinados al efecto. Donde los centros de detención, arresto o prisión provisional, 
serán distintos a aquellos en que han de cumplirse las condenas.  
La Constitución Guatemalteca afirma que el Sistema Penitenciario debe tender a 
la readaptación social y a la reeducación de los reclusos y cumplir en el 
tratamiento de los mismos, con las siguientes normas mínimas: a. Deben ser 
tratados como seres humanos; no deben ser discriminados por motivo alguno, ni 
podrán infligírseles tratos crueles, torturas físicas, morales, psíquicas, coacciones 
o molestias, trabajos incompatibles con su estado físico, acciones denigrante s a 
su dignidad, o hacerles víctimas de exacciones, ni ser sometidos a experimentos 
científicos;  
b. Deben cumplir las penas en los lugares destinados para el efecto. Los centros 
penales son de carácter civil y con personal especializado;  
Y c. Tienen derecho a comunicarse, cuando lo soliciten, con sus familiares, 
abogado defensor, asistente religioso o médico, y en su caso, con el representante 
diplomático o consular de su nacionalidad. La infracción de cualquiera de las 
normas establecidas en este artículo, da derecho al detenido a reclamar del 
Estado la indemnización por los daños ocasionados y la Corte Suprema de 
Justicia ordenará su protección inmediata. El Estado deberá crear y fomentar las 
condiciones para el exacto cumplimiento de lo preceptuado. (Arto.19 Cn 
Guatemala). 
Sin embargo, a pesar que la Constitución Guatemalteca afirme que vela por los 
derechos de los condenados en el Sistema Penitenciario, Guatemala es el único 
país de Centroamérica que establece la pena de muerte para delitos graves, sin 
embargo es el segundo país con el índice de homicidios más alto del conteniente: 
44 por 100 mil habitantes,  y tiene el índice más bajo de esclarecimiento de casos 
(1%).  Es clarísimo, que la pena no es disuasiva sin procesos judiciales 
adecuados. 
 
 ³$QiOLVLV-urídico del Incidente de Libertad &RQGLFLRQDOHQHO'HUHFKR3HQDO1LFDUDJHQVH”         
 
 
3.2. Ley de Régimen Penitenciario 
La ley del Régimen Penitenciario de Guatemala, se da bajo el Decreto Número 33-
2006, y fue aprobada el Cinco de Octubre del 2006.  Esta ley regula el Sistema 
Penitenciario Nacional, lo relativo a los centros de prisión preventiva y los centros 
de cumplimiento de condena para la ejecución de las penas. 
Según la referida ley, el Sistema Penitenciario debe tender a la readaptación 
social y a la reeducación de las personas privadas de libertad y cumplir con las 
normas que le asigna la Constitución Política de la República, los convenios y 
tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que Guatemala 
sea parte así como lo dispuesto en las demás leyes ordinarias. (Arto.2 ley 33-
2006) 
Dentro los fines del Sistema Penitenciario se encuentran: 
Mantener la custodia y seguridad de  las personas reclusas en resguardo de  la 
sociedad y proporcionar a las personas reclusas las condiciones favorables para 
su educación y readaptación a la sociedad, que les permita alcanzar un desarrollo 
personal durante el cumplimiento de la pena y posteriormente reintegrarse a la 
sociedad. 
Esta ley define el término de recluso o reclusa, donde denomina recluso o reclusa, 
a toda persona que se encuentra privada de libertad por aplicación de la detención 
preventiva o del cumplimiento de condena.  
En la ley de Sistema Penitenciario Nicaragüense utilizamos el término interno/a, 
para referirnos a los reos que se encuentran privados de libertad. 
Dentro del principio de legalidad y de igualdad, que establece que toda política y 
actividad penitenciaría se desarrollará con las garantías y derecho de igualdad, 
donde no se puede tratar con discriminación a los privados de libertad,  donde el 
Sistema Penitenciario regulara esta materia dentro de los  límites establecidos por 
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la Constitución Política de la República, los tratados y   convenios internacionales 
ratificados por Guatemala, la presente Ley, y los reglamentos emitidos de 
conformidad con la misma y las sentencias judiciales. Nadie podrá ingresar a un 
centro penal, en calidad de detenido, sin orden de juez competente.  
a. Control judicial y administrativo del privado de libertad. 
La ley penitenciaria señala que toda pena se ejecutará bajo el estricto control de 
juez de ejecución, quien hará efectivas las decisiones de la sentencia, así como el 
cumplimiento adecuado del régimen penitenciario. En el caso de personas sujetas 
a prisión preventiva, estarán a disposición de los jueces respectivos, conforme al 
Código Procesal Penal. El control de las condiciones generales de los centros de 
"privación de libertad estará bajo la responsabilidad del Director General del 
Sistema Penitenciario, con la debida supervisión del juez competente, debiéndose 
velar por las condiciones dignas y los derechos inherentes al ser humano. 
Asimismo, el juez deberá considerar las normas relativas al régimen progresivo y 
al sistema disciplinario establecidas en la presente Ley. 
Dentro del control judicial, se encuentra contemplado el principio de humanidad, el 
cual establece que toda persona reclusa será tratada con el respeto que merece la 
dignidad inherente a todo ser humano y está terminantemente prohibido infligirles 
a las personas reclusas torturas físicas, psíquicas o morales, coacciones o 
trabajos incompatibles con su estado físico, acciones denigrantes a su dignidad o 
hacerle victima de exacciones, así como también someterlo a experimentos 
científicos. 
b. Derechos de los reclusos 
Dentro de sus derechos fundamentales se encuentran (Arto.12 Decreto 33-2006): 
1. Las autoridades del centro penitenciario tienen la obligación de informar a la 
persona reclusa, al momento de su ingreso al centro, a través de un documento 
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impreso en forma clara y sencilla sus derechos fundamentales y obligaciones, así 
como el régimen interior del establecimiento.  
2. Tienen derecho a que todo centro del Sistema Penitenciario cuente con las 
instalaciones sanitarias e higiénicas, que le permitan preservar su salud física y 
mental. 
3. Tienen derecho a la atención médica regular en forma oportuna y gratuita. Para 
el efecto los centros de detención preventiva y de condena deben contar con 
servicios permanentes de medicina general, odontología, psicología y psiquiatría, 
con su respectivo equipo.  
4. A que  los funcionarios penitenciarios mantengan en reserva el expediente que 
contenga el diagnóstico o tratamiento médico que resulte del padecimiento de 
alguna enfermedad estigmatizarte, o que pueda causar un serio problema 
personal, familiar o en el grupo de personas reclusas siempre que no se afecte los 
derechos de los demás, como por ejemplo sida, u otra enfermedad contagiosa. 
5. Tienen derecho a un régimen alimenticio suficiente y en condiciones higiénicas.  
6.  Las personas reclusas tienen el derecho y el deber de desempeñar un trabajo 
útil y remunerativo, que no sea aflictivo y que no encubra una sanción. El Estado 
facilitará fuentes de trabajo a través de los entes respectivos, garantizando los 
derechos conforme a las leyes generales de trabajo del país. 
7.  A comunicarse con familiares y otras personas. En el caso de los extranjeros 
también podrán mantener comunicación con los representantes diplomáticos y/o 
consulares de sus respectivos países. El Sistema Penitenciario deberá favorecer 
las condiciones para el ejercicio de este derecho. 
8. A recibir visita íntima de su cónyuge, conviviente o pareja y visita general de su 
familia o amigos. Las autoridades de los centros, velarán porque las visitas se 
realicen en locales especiales, adecuadas y dignas para las mismas. 
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9. Tienen derecho a comunicarse con su abogado defensor, cuando aquél lo 
requiera. También tendrán derecho de comunicarse privadamente con el juez de 
ejecución y el Director del Centro para informar de cualquier situación que afecte 
sus derechos.  
10. Las personas reclusas tienen el derecho a profesar la religión o creencias que 
estimen, de conformidad con la Constitución Política de la República. La 
administración penitenciaria permitirá mediante la reglamentación respectiva, la 
prestación de asistencia religiosa en todos los establecimientos y procurará, según 
su capacidad, brindar por lo menos, un local destinado a los cultos religiosos. 
11. Recibir educación y capacitación de todos los niveles académicos. Los 
certificados de estudios aprobados, no deberán contener ninguna indicación que 
denote que hubieren estado recluidos.  
Guatemala trabaja en el área educativa, en donde se cuenta con programas 
avalados por la Dirección General de Educación Extraescolar (DIGEEX), 
CONALFA y otras instancias del Ministerio de Educación, así como proyectos de 
diversas organizaciones civiles, que incluyen el programa universitario respaldado 
por la Universidad Galileo que facilita la educación superior. 
12. Tienen derecho de obtener permisos para salir de los centros penales, de 
acuerdo con las modalidades especificas del régimen de ejecución de la pena, 
siempre que reúnan los requisitos exigidos en esta ley y mediante resolución del 
juez de ejecución. 
13. A la readaptación social y reeducación, donde las autoridades penitenciarias 
tienen la obligación de diseñar y ejecutar programas y actividades dirigidos a 
brindar capacitación formal e informal en el área educativa, laboral, profesional y 
de desarrollo personal de las personas reclusas, conjuntamente con éstas, la 
persona reclusa tiene el derecho a participar en los mismos de acuerdo con sus 
intereses y necesidades personales. 
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 14. Las personas condenadas a la pena de muerte permanecerán en espacios 
especialmente destinados para ellos en los centros de condena, debiendo 
garantizarse el respeto a sus derechos fundamentales. 
c. Obligaciones y Prohibiciones 
Toda persona reclusa tiene la obligación de cumplir y respetar: 
- A las autoridades, leyes y reglamentos penitenciarios; 
- Los derechos de los demás reclusos, personal penitenciario y todas aquellas 
personas con quienes se relacionen. 
- Las disposiciones que dentro del marco legal, reciban de las autoridades del 
establecimiento penitenciario. 
- La jerarquía establecida en el centro de cumplimiento de condena o detención 
preventiva para la presentación de sus requerimientos o gestiones, sin perjuicio de 
su derecho de petición. 
- La higiene, el orden, la seguridad, la disciplina y las buenas costumbres dentro 
del establecimiento. 
- Denunciar ante las autoridades cualquier vejamen, abuso o exacciones, con la 
finalidad de deducir las responsabilidades correspondientes; y  Las actividades y 
los horarios que contemple el reglamento respectivo. 
Se prohíbe a las personas reclusas que mantengan dentro del establecimiento: 
Portar Armas de cualquier tipo,  bebidas alcohólicas, drogas o estupefacientes de 
cualquier clase; Medicamentos prohibidos. La tenencia de los mismos se podrá 
permitir en casos especiales de tratamiento médico, bajo control y supervisión de 
los facultativos del centro penitenciario; Objetos de uso personal valiosos como 
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joyas o análogos; poseer dinero en cantidades que superen sus gastos 
personales; y Aparatos de radiocomunicación o teléfonos celulares. 
d. Órganos Administrativos 
Son órganos del Sistema Penitenciario: 1) La Dirección General del Sistema 
Penitenciario; 2) La Comisión Nacional del Sistema Penitenciario; 3)  La Escuela 
de Estudios Penitenciarios; y 4) La Comisión Nacional de Salud, Educación y 
Trabajo. 
1) La Dirección General del Sistema Penitenciario 
 Es el órgano responsable de la planificación, organización y ejecución de las 
políticas penitenciarlas. La Dirección General del Sistema Penitenciario depende 
directamente del Ministerio de Gobernación y estará a cargo de un Director 
General.  
2) Comisión Nacional del Sistema Penitenciario 
Es un órgano asesor y consultivo. Sus atribuciones serán: 
- Proponer las políticas penitenciarias; 
- Participar en la negociación de la ayuda tanto nacional como internacional con 
miras al incremento del presupuesto de la institución; y, 
- Favorecer el desarrollo y fortalecimiento de la Escuela de Estudios 
Penitenciarios. 
3) La escuela de Estudios Penitenciarios 
Es un órgano de naturaleza educativa, responsable de orientar los programas de 
formación y capacitación relacionados con las funciones que desempeña dicho 
personal. Su objetivo esencial es garantizar una carrera penitenciaria eficiente, 
con base en méritos y excelencia profesional. Además deberá recopilar, investigar 
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y actualizar informaciones relacionadas con el tema penitenciario, y mantener 
relaciones en forma permanente con instituciones similares de carácter nacional e 
internacional para el mejor cumplimiento de su función. 
4) Comisión Nacional de Salud Integral, Educación y Trabajo 
Es el órgano técnico-asesor y consultor de la Dirección General, el que deberá 
proponer las políticas para facilitar a las personas reclusas estudios a distinto 
nivel, desarrollo de destrezas y habilidades de trabajo, para favorecer la 
implementación de fuentes de trabajo y educación a través de programas 
penitenciarios y post-penitenciarios, con el fin de contribuir a su readaptación 
social. 
Esta Comisión se encuentra integrado por:  
La Dirección General del Sistema Penitenciario que la preside; El Ministerio de 
Educación; El Ministerio de Trabajo y Previsión Social; El Ministerio de Salud 
Pública y Asistencia Social; El Sector Empresarial Organizado; El Sector Laboral 
Organizado; y El Instituto Técnico de Capacitación y Productividad. 
e. Clasificación de los Centros Penitenciarios 
En el caso del Sistema Penitenciario de Guatemala, cuenta con dos tipos de 
centros de detención: Centros de detención preventiva y centros de cumplimiento 
de condena. 
Los Centros de Detención Preventiva deberán contar, para su administración, con 
sectores: de mínima seguridad, mediana seguridad y máxima seguridad. 
Los Centros de Detención están a cargo de la Dirección General del Sistema 
Penitenciario, a excepción de los centros de internamiento de menores de edad 
que se rigen por legislación especial, por lo tanto es prohibido el ingreso de 
menores en conflicto con la ley a los centros del Sistema Penitenciario. 
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Los Centros de Detención Preventiva son destinados para protección y custodia 
de las personas privadas de su libertad por decisión judicial, con el fin de asegurar 
su presencia dentro del proceso correspondiente. 
Los Centros de Cumplimiento de Condena son destinados para la ejecución de 
penas de prisión y para la reclusión de quienes se encuentran condenados a pena 
de muerte. 
Los Centros Especiales de Detención o de Máxima Seguridad es para el 
cumplimiento de la pena de los condenados en sentencia ejecutoriada, 
responsables de la comisión de delitos de alto impacto social, de todos aquellos 
que presenten problemas de inadaptación extrema, constituyendo riesgos para la 
seguridad de los reclusos y demás personas relacionadas con el centro, así como, 
de aquellas personas reclusas que por recomendación de los Equipos 
Multidisciplinarios de Diagnóstico deban ubicarse y/o trasladarse a dicho centro. 
Los Centros de Detención para Mujeres deben ser adecuados a sus condiciones 
personales, deben contar con dependencias o sectores para reclusas 
embarazadas. Además, contarán con condiciones que les permitan a las reclusas 
vivir con sus hijos menores de cuatro años, debiéndose para el efecto dotar de 
locales adecuados en el centro, destinados para guardería infantil que serán 
atendidos por personal especializado. 
El Sistema Penitenciario, diseñará un centro de detención especial, para personas 
adultas mayores y para discapacitados. 
f. Régimen Progresivo 
El Régimen Progresivo es el conjunto de actividades dirigidas a la reeducación y 
readaptación social de los condenados mediante fases, en donde se pone dé 
manifiesto el progreso de su readaptación. 
El Sistema Progresivo comprende las fases siguientes: 
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1)   Fase de Diagnóstico y Ubicación; 
2)   Fase de Tratamiento; 
3)   Fase de Pre libertad; y, 
4)   Fase de Libertad Controlada. 
Donde las fases de diagnóstico y ubicación del régimen progresivo serán llevadas 
a cabo por los Equipos Multidisciplinarios de Diagnóstico. 
La rehabilitación social de las personas reclusas consiste en esencia, en 
proveerles las herramientas para que desde el inicio del cumplimiento de su 
condena, se genere un proceso de reeducación y readaptación que les permite 
desarrollar una vida plena en todos los aspectos, físico, mental, social y espiritual, 
desarrollando habilidades en el área productiva laboral y educativo con el fin de 
lograr una adecuada reinserción a la sociedad (Morales Fuentes, 2010, p. 3).   
La tarea de dichos equipos, es realizar la fase de diagnósticos y la recomendación 
de la ubicación del privado de libertad para el cumplimiento de su condena, etapas  
en donde se consideran los centros penitenciarios más aptos para que el recluso o 
la reclusa puedan desarrollar favorablemente su plan de tratamiento 
individualizado. 
Esta fase se desarrolla únicamente en los centros penitenciarios de detención 
preventiva. 
1) Fase de Diagnóstico y Ubicación 
El objeto de la fase de diagnóstico será definir la ubicación y establecer un plan de 
atención técnica para la persona reclusa que tenga condena firme. Éste deberá 
realizarse en un máximo de quince días calendario a partir de la notificación del 
juez de ejecución solicitando dicho estudio. Esta evaluación comprende: La 
Situación de salud física y mental; Personalidad; la Situación socio-económica; y 
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Situación jurídica. Una vez finalizada la evaluación del recluso, se le ubica el 
centro correspondiente.  
2) Fase de tratamiento 
Esta fase se desarrollará conforme al plan técnico individualizado con el apoyo de 
los profesionales de la Subdirección de Rehabilitación Social, a través de los 
Equipos Multidisciplinarios. La fase de tratamiento deberá concluir como máximo, 
al momento que la persona reclusa cumpla la mitad de la condena que le ha sido 
impuesta, siempre que exista dictamen favorable de la Subdirección de 
Rehabilitación Social de la Dirección General del Sistema Penitenciario. En caso 
que la evaluación de este último determine que la persona reclusa no está en 
condiciones de pasar a la siguiente fase del tratamiento, el mismo deberá 
continuar y concluir hasta que dicha subdirección emita el dictamen favorable. 
Durante la fase de tratamiento, las personas reclusas podrán realizar actividades 
laborales, productivas, o educativas o educativas dentro del centro, previa 
autorización de las autoridades penitenciarias, quienes brindan las facilidades para 
que se ingresen los instrumentos y materiales de estudio o trabajo, así como los 
medios para que egresen sus productos y sean comercializados en el mercado 
nacional. Las actividades laborales se realizan en cuatro categorías: 
Manualidades, Artesanías, Negocios propios y Proyectos Productivos.  
3) Pre libertad 
Es el beneficio que obtiene la persona condenada luego de haber cumplido las 
fases de diagnóstico y ubicación, así como  de tratamiento, la pre libertad es una 
fase en la que progresivamente la persona reclusa afianza su vinculación familiar y 
su relación con la comunidad exterior, con la finalidad de alcanzar en forma 
gradual su readaptación social. 
Dentro del beneficio de la pre libertad se encuentra el trabajo fuera del centro, 
donde el sistema podrá proponer que las personas reclusas realicen trabajo fuera 
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del centro penitenciario en entidades públicas o privadas que se encuentren 
localizadas en la jurisdicción departamental del establecimiento, siempre que las 
condiciones de la oferta garanticen los fines de la readaptación 
Otros de los beneficios son las salidas transitorias y beneficios, donde podrá gozar 
de permisos de salida de fin de semana, o de salidas diurnas con la obligación de 
pernoctar en el centro. Podrá gozar además de otros beneficios, como ser 
colocado en algún sector especifico del centro. Tanto las salidas transitorias como 
los beneficios relacionados se ejecutarán de conformidad con lo dispuesto por el 
juez de ejecución correspondiente.  
4. Libertad Controlada 
La libertad controlada es la última fase del régimen progresivo, en la cual la 
persona reclusa obtiene su libertad bajo control del juez de ejecución, con el 
dictamen favorable de la Subdirección de Rehabilitación y la aprobación de la 
Dirección General, previa audiencia a la persona reclusa, siempre que sea para 
desarrollar trabajo o estudio fuera del centro penal y que haya cumplido al menos 
la mitad dé la pena. 
Estas condiciones serán determinadas por el juez de ejecución respectivo. 
Es por medio de la aplicación del Régimen Progresivo como la Dirección General 
del Sistema Penitenciario Guatemalteco busca garantizar que las y los privados de 
libertad retornen adecuadamente a la vida social en libertad.  
g.  Redención de Penas 
Pueden redimirse las penas de privación de libertad incluyendo la proveniente de 
la conversión de la pena de multa, impuestas en sentencia firme, mediante la 
educación y el trabajo útil y/o productivo, de conformidad con el reglamento 
respectivo. El sistema Penitenciario proporcionará las condiciones adecuada para 
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que las personas reclusas desarrollen trabajos y/o estudios que tiendan a la 
redención. 
Osorio Manuel, define la redención como la liberación de carga, gravámenes, 
obligación, condena, cautiverio (1994, p. 840).  
La redención de penas será de un día por cada dos días de educación o trabajo 
útil y/o productivo, o uno de educación y uno de trabajo. 
La presentación de certificados de aprobación de ciclos especiales de 
alfabetización o conclusión de ciclo primario en el centro penal, da lugar al 
reconocimiento suplementario de una rebaja de noventa días, por una vez en el 
cumplimiento de la pena. 
No podrán gozar del beneficio de la redención de penas, aquellas personas que se 
encuentren en cualquiera de los siguientes casos: 
- Quienes, mediante informe del Equipo Multidisciplinario de Tratamiento se les 
haya declarado delincuentes de alta peligrosidad social; 
- No observen buena conducta durante el cumplimiento de la condena, según lo 
indiquen los informes de la Subdirección de Rehabilitación Social; 
- Aquellos que traten de quebrantar la sentencia, realizando intento de fuga o 
evasión, lograren o no su propósito; 
- Cuando en sentencia firme se haya resuelto la limitación de este beneficio; etc. 
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3.3. Código Penal de Guatemala 
El Código penal, Decreto 1373 fue aprobado el Veintisiete de Julio de Mil 
Novecientos Setenta y Tres, donde ha tenido reformas parciales, la primera fue la 
reforma 48-1995, del 11 de Julio de 1995, y la segunda fue la reforma 58-1995, 
que se dio en Agosto de 1995. 
 
Estas reformas se dieron, puesto que la Asamblea de las Naciones Unidas de la 
que Guatemala es parte, aprobó el 10 de Diciembre de 1984 la Convención 
Americana para prevenir y Sancionar la tortura, y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, aprobada por la Asamblea General el 9 de Diciembre 
de 1984. 
El artículo primero es reformado del decreto 1373, y se establece que comete el 
delito de tortura quien por orden, con la autorización, el apoyo o aquiescencia de 
las autoridades del Estado, infrinja intencionalmente a una persona dolores, o 
sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales con el fin de obtener de ella o de 
un tercero informado o confesión, por un acto que haya cometido o que persigue 
intimidar a una persona, o otras personas. Igualmente cometen el delito de tortura 
los miembros de grupos o bandas organizadas con fines terroristas, insurgentes o 
cualquier otro fin delictivo. 
 
El o los responsables del delito de tortura serán sancionados con treinta y cinco a 
treinta años de prisión. 
Libro V, en este libro se regula la ejecución penal, también se enmarcan las 
penas, y las medidas de seguridad y corrección, también se estipula, la ejecución 
civil. 
Según información pública, en la Comisaria 31 de la Policía Nacional Civil de 
Escuitla, como en la Granja de Rehabilitación Pavón, en la Granja Canadá y en el 
Centro Preventivo de Mazatenango. En Guatemala, se registraron enfrentamientos 
violentos entre grupos de “pandilleros” conocidos como “Maras”, que habrían 
dejado como saldo más de 30 muertos y 80 heridos.  Conforme la información de 
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la prensa, los pandilleros utilizaron granadas de fragmentación, armas de fuego y 
los motines con la participación de las autoridades (Centro de Estudios de 
Guatemala, 2007, p. 10).  
En la legislación Guatemalteca existe la pena de muerte. Contemplado en el Arto. 
41 del Código de  Guatemala, que dice literalmente: “Son penas principales: La de 
muerte, la de prisión, el arresto, y la multa.  Donde la pena máxima es de 50 años 
de prisión. (Arto. 44 CP) 
Donde 20 de los condenados en Guatemala esperan que las autoridades 
competentes les concedan un indulto definitivo que les salve la vida, tras haber 
sido acusados de cometer delitos de secuestros, violación y asesinato.  Aunque la 
última ejecución de la pena máxima en el país fue hace 10 años, esta sigue 
estando contemplada en Código Penal, justificada por partidos políticos y un alto 
porcentaje de la sociedad civil.  
Una  dosis letal de dormicun, cloruro de potasio y penthotal por vía intravenosa 
mataron  a los condenados a muerte  Tomas Cerrato y Luis Cetino, miembros de 
la banda de secuestradores “Los Pasaco”. Donde esta ejecución fue transmitida 
como reality show ante los principales canales de radio y televisión guatemaltecos. 
Suceso que se dio el 29 de Junio del 2000 (Martinez, 2011).  
Con esas dos muertes legales, se elevaron a 5 el número de ejecutados, desde la 
firma de los Acuerdos de paz de 1996.  Guatemala es justo, con Cuba y los EEUU 
uno de los poco países que todavía no han abolido esa medida. Pero lo 
ajusticiamientos llevados a cabo en medio de una oleada de violencia asesina y 
rabia social, no hicieron surtir el efecto disuasorio deseado, sino al contrario. Por 
eso el presidente de ese periodo Alfonso Portillo, se arrepintió de su decisión, y 
renuncio a su potestad de indultar o no a los penados de muerte. Ante esta 
situación la Corte de Constitucionalidad resolvió que la ley que regula el proceso y 
que data de 1982, no especifica que autoridad debe encargarse de valorar los 
recursos de gracia perdonados por los condenados, por lo que le correspondía al 
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Congreso legislar para enmendar este vacío legal, es por tal hecho que la pena 
capital quedo en suspenso (Martinez, 2011).  
Una década más tarde, la situación no cambio. Cuando la aprobación de una ley 
volvió a facultar al presidente curso, para decidir sobre la vida y muerte, donde el 
presidente Álvaro Colom decidió vetarla, al considerar que esta forma de castigo 
entra en contradicción con el derecho a la vía del reo, la retroactividad de la ley, y 
los compromisos internacionales, firmados por Guatemala como miembro de la 
Convención Americana de Derechos Humanos.  
a. Libertad Condicional 
El Arto. 78 del Código Penal de Guatemala establece que es compete de la Corte 
Suprema de Justicia, quien tiene la facultad de acordar la libertad condicional, 
previa información que al efecto se tramitará ante el Patronato de Cárceles y 
Liberados o la institución que haga sus veces. 
La libertad condicional será acordada en resolución que expresará las condiciones 
que se imponen al favorecido, consistentes en la sujeción a alguna o algunas 
medidas de seguridad. 
Dentro los requisitos que establece el CP para la libertad condicional, son los 
siguientes: 
Que el reo que haya cumplido más de la mitad de la pena de prisión que exceda 
de tres años y no pase de doce; o que haya cumplido las tres cuartas partes de la 
pena que exceda de doce años y concurran, además, las circunstancias siguientes 
(Arto.80 CP): 
- Que el reo no haya sido ejecutoriadamente condenado con anterioridad por 
otro delito doloso. 
- Haber observado buena conducta durante su reclusión, justificada con hechos 
positivos que demuestren que ha adquirido hábito de trabajo, orden y moralidad. 
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- Que haya restituido la cosa y reparado el daño en los delitos contra el 
patrimonio y, en los demás delitos, que haya satisfecho, en lo posible, la 
responsabilidad civil a criterio de la Corte Suprema de Justicia. 
El régimen a que estará sujeto quien obtenga su libertad condicional, durará todo 
el tiempo que le falte para cumplir la pena impuesta. (Arto.81 CP). Si durante ese 
período incurriere en nuevo delito o violare las medidas de seguridad impuestas, 
se revocará la libertad condicional y se hará efectiva la parte de la pena que haya 
dejado de cumplir, sin computar en la misma, el tiempo que haya permanecido en 
libertad. 
Una vez transcurrido el período de libertad bajo régimen condicional, sin que el 
beneficiado haya dado motivo a la revocación, se tendrá por extinguida la pena. 
b.  La Aplicación de las Medidas de Seguridad 
Las medidas de seguridad previstas en este título, solo podrán decretarse por los 
tribunales de justicia en sentencia condenatoria o absolutoria por delito o falta 
(Arto.86 CP). 
Sin embargo, en cualquier tiempo podrán reformar o revocar sus resoluciones al 
respecto, si se modifica o cesa el estado de peligrosidad del sujeto. Los tribunales 
podrán decretar la aplicación simultánea de medidas de seguridad compatibles. 
Se consideran índices de peligrosidad (Arto.87 CP): 
1º. La declaración de inimputabilidad. 
La inimputabilidad se está haciendo alusión a aquellas personas, que habiendo 
realizado un acto configurativo como delito quedan exentos de responsabilidad por 
motivos legalmente establecidos, donde Jiménez de Asua expresa que esta 
inimputabilidad sus motivos pueden ser la falta de desarrollo y salud de la mente, 
así como los trastornos pasajeros de las facultades mentales, que privan ad de 
como perturban en el sujeto la facultad de conocer el deber, o sea aquellas causas 
en que si bien el hecho es típico y antijurídico, donde no se encuentra el agente en 
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condiciones de que se le pueda atribuir el acto que perpetró (Ossorio, 1994, p. 
511).  
2º. La interrupción de la ejecución de la pena por enfermedad mental del 
condenado. 
3º. La declaración del delincuente habitual.  
Son considerados por Ferry como los individuos físicos y moralmente 
desgraciados desde su nacimiento, que viven en el delito por una necesidad 
congénita, así como aquellos otros que delinquen reiteradamente por una especie 
de complicidad por el ambiente social en que han nacido o crecido, y que además 
adolecen de una desgraciada constitución orgánica y síquica. De esta división 
surgen para el autor precipitado los delincuentes natos  los delincuentes 
incorregibles por costumbre (Ossorio, 1994, p. 289).  
4º. El caso de tentativa imposible de delito, prevista en el artículo 15 de este 
Código. 
5º. La vagancia habitual. 
Se entiende por vago el que teniendo aptitud para ejecutar un trabajo remunerable 
se mantiene habitualmente en holganza, viviendo a costa del trabajo de otros, o de 
mendicidad, o sin medios de subsistencia conocidos. 
6º. La embriaguez habitual. 
7º. Cuando el sujeto fuere toxicómano. 
8º. La mala conducta observada durante el cumplimiento de la condena. 
9º. La explotación o el ejercicio de la prostitución. 
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Las medidas de seguridad aplicables son las siguientes (Arto. 88 CP): 
1º. Internamiento en establecimiento siquiátrico. 
2º. Internamiento en granja agrícola, centro industrial u otro análogo. 
3º. Internamiento en establecimiento educativo o de tratamiento especial. 
4º. Libertad vigilada. 
5º. Prohibición de residir en lugar determinado. 
6º. Prohibición de concurrir a determinados lugares. 
7º. Caución de buena conducta. 
Cuando una persona inimputable comete un hecho que la ley califique de delito, 
se ordena su internación en un establecimiento psiquiátrico, hasta que por 
resolución judicial dictada con base en dictámenes periciales, pueda modificarse la 
medida, o revocarse si cesó el estado de peligro del sujeto (Arto.89 y 90 CP).  
Los declarados delincuentes habituales serán sometidos, según el grado de 
peligrosidad que demuestren, al régimen de trabajo en granja agrícola, en centro 
industrial o centro análogo. Esta internación se decretará cuando, cumplida la 
condena impuesta, se estime que ésta ha sido ineficaz en lo relativo a la 
readaptación del delincuente (Arto.91 CP). 
Los vagos que hayan cometido delito, así como los sancionados por vagancia, 
serán sometidos al régimen de trabajo en granja agrícola, centro industrial u otro 
análogo, por un término no menor de un año ni mayor de tres.  
Al condenar por delito cometido bajo la influencia del alcohol o de drogas tóxicas o 
estupefacientes y en todo caso, en que se compruebe que el delincuente es 
toxicómano o ebrio habitual, el tribunal correspondiente podrá disponer que, antes 
o después de cumplida la pena si fuere de privación de libertad o simultáneamente 
con ella, si fuere pecuniaria, el sujeto sea internado en un establecimiento de 
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tratamiento especial, hasta que se demuestre, previo dictamen médico, que puede 
ser sometido a otro régimen (Arto.94 CP). 
Las medidas de internamiento en establecimiento psiquiátrico o en establecimiento 
educativo o de tratamiento especial, cesarán por resolución judicial, dictada con 
base en dictámenes médico y criminológico, que demuestren que el sujeto puede 
ser sometido a libertad vigilada. 
La libertad vigilada es la que se le concede a ciertos penados, pero 
sometiéndolos, mientras dura esta, a una vigilancia de la autoridad pública o de 
los patronatos creados a tal efecto (Osorio, 1994, p. 569).  
La libertad vigilada no tendrá carácter de custodia, sino de protección y consiste, 
para los enfermos mentales, toxicómanos o ebrios habituales, en confiarlos al 
cuidado de su familia, bajo la inspección inmediata del Patronato de Cárceles y 
Liberados o la institución que haga sus veces, que la ejercerá en la forma y por los 
medios que estime convenientes (Arto.97 CP) 
En los casos de suspensión condicional de la pena y de la libertad condicional, la 
medida de libertad vigilada, durará el mismo tiempo que se fije para dichos 
regímenes; en los demás casos, durará el tiempo que señale el tribunal, sin que 
pueda ser menor de un año. 
Al aplicar esta medida, el tribunal que corresponda prescribirá las reglas de 
comportamiento destinadas a evitar nuevas infracciones. 
Los tribunales, a su prudente arbitrio y cuando lo exijan las circunstancias, podrán 
imponer al sujeto que haya cumplido una pena o una medida de seguridad, la 
prohibición de residir en determinados lugares durante un año, como mínimo. 
Cuando un delito haya sido motivado por hábito vicioso de su autor o por sus 
costumbres disolutas o cuando el caso lo requiera, el tribunal podrá imponer, 
además de la pena, la prohibición de concurrir a determinados lugares (Arto.98 
CP). 
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También la legislación guatemalteca contempla la caución de buena conducta 
consiste en la garantía personal, hipotecaria, prendaria o depósito de una cantidad 
de dinero, prestada a satisfacción del tribunal y por el término señalado en la 
sentencia, de que el sujeto peligroso no cometerá nuevos delitos y de que 
cumplirá las normas de conducta que le sean impuestas durante un período de 
prueba que no será menor de un año ni excederá de cinco (Arto.100 CP). 
La caución se hará efectiva cuando el sometido a ella violare las normas de 
conducta impuestas, en caso contrario, al finalizar su plazo, se ordenará la 
devolución de la suma depositada o la cancelación de la garantía. 
3.4. Código Procesal Penal de Guatemala 
El Decreto numero 51-92 del Congreso de la República de Guatemala, fue 
aprobado el 28 de Septiembre del año de 1992, sancionado el 7 de Diciembre del 
mismo año, y publicado por el Diario Centro América, el 14 de Diciembre de ese 
mismo año de 1992, entrando en vigencia el primero de Julio del año de 1994, el 
Código ha sido reformado por 14 decretos, siendo el ultimo el aprobado el 20 de 
Abril de 2010, publicado el 25 de mayo del mismo año y entrando en vigencia el 
25 de mayo de 2010, decretándose con lugar cinco inconstitucionalidades, 
estableciéndose la última en el expediente número 1555-2001, sentencia de 18 de 
noviembre de 2002, publicado el día 23 de enero de 2003. 
En su libro I, contiene enmarcados los principios básicos, las garantías procesales, 
y la persecución penal, el órgano jurisdiccional la reparación privada entre lo más 
importante. 
Libro II, su contenido es trascendental en el juicio penal, ya que contiene el 
procedimiento común, los actos introductorios plasmados en el artículo número 
297, así como el procedimiento intermedio en donde se contemplan las 
solicitudes, la acusación, también contiene la preparación del debate y el debate 
específicamente regulado en su artículo número 354. 
En el Libro Quinto se contempla la Ejecución Penal.  
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Donde la ley señala que el condenado podrá ejercer durante la ejecución de la 
pena todos los derechos y las facultades que las leyes penales, penitenciarias, y 
los reglamentos le otorgan. 
El Juez de Ejecución controla el cumplimiento adecuado del régimen penitenciario, 
entre otras medidas, dispone de las inspecciones de establecimientos 
penitenciarios, que fuera necesarias para establecer en los penados su vigilancia y 
control. También tiene la facultad de revisar el cómputo practicado en la sentencia, 
con abono de la prisión sufrida desde  su detención y termina con la exactitud la 
fecha en que finaliza la condena, y en su caso, la fecha a partir de la cual el 
condenado podrá requerir su libertad condicional o su rehabilitación (Arto.494 
CPP).  
a. El defensor de Ejecución  
Donde el defensor nombrado con anterioridad tendrá derecho a la defensa técnica 
y podrá continuar ejerciéndola.  También se le podrá nombrar nuevo defensor o 
pedir que se le nombre de oficio. 
 
Las condenas penales no serán ejecutadas antes de que se encuentren firmes. A 
tal efecto no serán ejecutadas antes de que se encuentren firmes. Una vez esto, 
se ordena las comunicaciones e inscripciones correspondientes, y se remitirá los 
autos al juez de ejecución.  
 
Cuando el condenado deba cumplir pena privativa de libertad, el Juez de 
Ejecución remitirá la ejecutoria de fallo  al establecimiento en donde deba 
cumplirse la prisión. Y si estuviera en libertar ordenara inmediatamente su 
detención. 
 
En el computo definitivo el Juez de Ejecución revisara el computo practicado en la 
sentencia, con abono de la prisión sufrida desde la detención, y terminara con 
exactitud la fecha en que finaliza la condena, y en su caso, la fecha donde el 
condenado podrá pedir su libertad condicional o su rehabilitación. 
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La resolución se notificará al Ministerio Público, y a su defensor, quienes podrán 
observar el cómputo dentro del plazo de tres días.  El cómputo quedará aprobado 
al vencer el plazo sin haber sido observado o al decidir el juez sobre las 
observaciones planteadas.  
 
De hecho el cómputo puede ser reformado de oficio, cuando se constate que 
habido un error en el computo. 
 
b. Incidentes de Ejecución  
El Ministerio Público, el condenado y su defensor podrán plantear incidentes 
relativos a la ejecución y extinción de la pena.  El juez de ejecución resolverá, a 
los interesados, salvo que se debiera rendir las pruebas necesitarías, que se 
ventilarían en el proceso.  Donde los incidentes relativos a la libertad anticipada, 
serán resueltos en Audiencia oral y pública citando a los testigos y peritos que 
deban informar durante el debate.   
 
c.  Libertad Anticipada 
El incidente de libertad condicional y otros beneficios, podrán ser promovidos por 
el condenado, por el defensor o de oficio, en cuyo caso el juez emplazara a la 
dirección de presidio para que remita los informes que prevea la ley penal.  
Cuando lo promueva el condenado ante dirección del establecimiento, esta 
remitirá inmediatamente la solicitud, fijando la fecha en que elevara el informe 
(Arto.496 CPP).  
 
El juez podrá rechazar sin trámite la solicitud, cuando fuere improcedente, en caso 
que la libertad fuera otorgada, en el auto se fijarán las condiciones y las 
instrucciones que debe cumplir el recluso que se le dio ese beneficio.  
Donde el liberado, en el acto de notificación, debe comprometerse a cumplir con 
las medidas impuestas por el judicial, donde el fijara domicilio o residencia, y 
recibirá una copia de la resolución.  
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El juez de ejecución también tiene la tarea de vigilar por el cumplimiento de las 
condiciones impuestas, las que serán reformables de oficio, o a petición del 
condenado y su defensor. 
 
Se dan casos en que el recluso no puede gozar del beneficio de la libertad 
condicional, por el hecho que el condenado tenga penas pendientes, es decir que 
en este caso se puede hacer unificación de sentencias o penas.  El incidente de 
unificación de penas puede ser promovido de oficio, o por el Ministerio Publico, el 
incidente se llevara a cabo, y mientras tanto el detenido estará preventivamente 
detenido hasta que se resuelva el incidente. Y se practicara de nuevo el cómputo.  
Significa que el procesado para poder gozar de libertad condicional debe cumplir 
con los requisitos de cumplir con la mitad de la pena, o cuatro terceras partes de la 
condena pendiente para poder gozar de libertad anticipada o libertad condicional.  
Beneficio que obtendrá el reo, mientras no tenga otras penas pendientes. 
 
d. Multas 
En caso de multas, si el condenado no paga la pena de multa que le hubiere sido 
impuesta, se trabará embargo, sobre bienes suficientes que alcancen a cubrirla.  
Si no fuere posible el embargo, la multa se transformará en prisión, ordenándose 
la detención del condenado, y por auto se decidirá la forma de conversión, 
regulándose el tiempo entre uno a veinticinco quetzales por cada día (Arto.499 
CPP). 
e. Perdón del ofendido 
Cuando la ley penal otorgue efecto extintivo de la pena al perdón del ofendido, 
efectuando este, y con anuencia del condenado ante el juez de ejecución 
(Arto.503 CPP). 
Es sabido que las acciones penales se inician de oficio, con excepción de las que 
dependen de instancia privadas, por ejemplo delitos de estafa, injurias y 
calumnias, hurtos, etc., son susceptibles una vez establecida la condena, el 
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cumplimiento de la pena puede ser perdonado por la parte ofendida.  Ello es 
lógico, porque inversamente lo que sucede con los delitos de acción pública, el 
interés es social.  En los delitos de acción privada, solo está en juego el interés y 
el derecho de la víctima.  
f.  Ley más benigna. 
Cuando el juez de ejecución advierta que debe quedar sin efecto o ser modificada 
la pena impuesta, o las condiciones de su cumplimiento, por haber entrado una ley 
más benigna, promoverá la sentencia ejecutoria ante la Corte Suprema de Justicia 
(Arto.504 CPP). 
Esta ley consiste en el Principio de Irretroactividad de la Ley, solo en beneficio del 
reo. 
g. Medidas de Seguridad y Corrección 
Las medidas que se pueden dar son las siguientes (Arto.505 CPP):  
- En el caso de incapacidad intervendrá el tutor, quien tendrá la obligación de 
vigilar la ejecución de seguridad y corrección. 
- El juez de ejecución determinará el establecimiento adecuado para la ejecución 
de la medida y podrá modificar el establecimiento adecuado para la ejecución de 
la medida y podrá modificar su decisión, incluso a petición del tutor o la dirección 
del establecimiento.  
- El juez de ejercicio fijara un plazo, no mayor de seis meses, a cuyo término 
examinara, periódicamente, la situación de quien sufre una medida, el examen se 
realizara en la audiencia oral, a puertas cerradas, previo informe del 
establecimiento y de peritos.  
- La decisión versará sobre la cesación o continuación de la medida, y en caso 
que continuara la medida se podrá modificar el tratamiento o variar el 
establecimiento en el cual se ejecuta. 
-Cuando el juez de ejecución tenga conocimiento para informe fundado de que 
desaparecieron las causas que motivaron la internación, convocará 
inmediatamente a audiencia, para cesar la medida impuesta. 
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h. Costas e Indemnizaciones 
 
Toda decisión que ponga término al proceso o a un incidente, se pronunciará 
sobre el pago de costas procesales.  Estas serán impuestas a la parte vencida, 
salvo que el tribunal encuentre razón suficiente para eximirla total o parcialmente.  
Las costas comprenden (Arto.509 CPP): 
Los gastos originales en la tramitación del proceso y el pago de honorarios  de los 
abogados y demás profesionales que hubiesen intervenido en el proceso. 
 
Las costas serán impuestas al acusado cuando sea condenado, o cuando se le 
imponga una medida de seguridad y corrección.  
En los delitos promovidos, las costas procesales se entregarán al Ministerio de 
Finanzas Publicas, que las desatinará a programas  de capacitación de abogados 
y personal técnico que colabore en la investigación y persecución de estos delitos. 
 
En los casos de conmutación de pena, el juez de ejecución, tomara las medidas 
necesarias para asegurar el pago de las costas, por medio de fianza o garantía, si 
se encuentra libre bajo fianza o caución podrá continuar en libertad, mientras se 
resuelve el precio de las costas (Arto. 512 CPP). 
 
La conmutación de pena es el indulto parcial que altera la naturaleza del castigo a 
favor del reo.  La conmutación puede estar referida a la disminución en la duración 
de la pena (rebaja de la tercera parte en la mitad), o sustituir  la pena de muerte 
por la de reclusión perpetua, o la de reclusión por la de prisión.  Esto le compete al 
Poder Judicial, y no al legislativo, y es conocido como perdón judicial (Osorio, 
1994, p. 383).  
 
Algo novedoso que regula el proceso penal de Guatemala es la indemnización del 
acusado, donde el Arto.521 CPP señala que cuando a causa de la revisión del 
procedimiento, el condenado fuera absuelto o se le impusiere una pena menor 
será indemnizado en razón de tiempo de privatización de libertad o inhabilitación 
sufrida.  Donde el Estado se compromete a indemnizar al acusado que resulte 
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inocente, pero persigue al denunciante o querellante que indujo al error judicial. 
(Arto.523 CPP). 
Desde el año 2000 la CIDH ha expresado que las condiciones inhumanas y la falta 
de personal idóneo y capacitado, junto con la falta de supervisión, conducen a 
actos de violencia interna, protestas, huelgas y reiteradas fugas que generan un 
sentimiento de inseguridad cada vez mayor entra la ciudadanía.  En relación con 
la situación de los detenidos asociados con las “maras o pandillas”, en la visita 
realizada en Noviembre de 2004 por el Relator Especial sobre derechos privados 
de libertad a Guatemala, observó que se les da un trato caracterizado por el 
abandono, el hacimiento, la falta de infraestructura adecuada, de sanidad y de 
acceso a cuidados médicos y psicológicos, así como la falta de supervisión 
judicial, y de proyectos específicos dirigidos a su rehabilitación (Centro de 
Estudios de Guatemala, 2007, p. 10). 
En particular, llamo la atención del relator la ausencia de una política penitenciaria 
para los jóvenes en conflicto con la ley.   
 
3.5. Análisis Comparativo de Guatemala con nuestro país 
Este análisis comparativo, se realiza con el respeto y consideración que se 
merece el país hermano Guatemalteco, donde el análisis de realiza desde el punto 
de vista jurídico y social, en relación a la aplicación de los derechos fundamentales 
en el Régimen Penitenciario que regulan a privados de libertad. 
 
Sin embargo, a pesar que la Constitución Guatemalteca afirme que vela por los 
derechos de los condenados en el Sistema Penitenciario, Guatemala es el único 
país de Centroamérica que establece la pena de muerte para delitos graves, sin 
embargo es el segundo país con el índice de homicidios más alto del conteniente: 
44 por 100 mil habitantes,  y tiene el índice más bajo de esclarecimiento de casos 
(1%) (Centro de Estudios de Guatemala, 2007, p. 10).   
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Es clarísimo, que la pena no es disuasiva sin procesos judiciales adecuados. En 
nuestro país es totalmente prohibida la pena de muerte.  
Puesto que se considera que la aplicación de la pena de muerte sería erróneo por 
vivir en una época en la que se promueve la no utilización de la fuerza por ser 
coactiva y opresiva, porque a lo largo no demuestra un desarrollo positivo en las 
actitudes de las personas. Hoy día se intenta aplicar cambios en el pensamiento y 
la conducta de las personas, a través de la persuasión humana, motivando a la 
población a actuar de manera positiva, por medio de programas educativos bien 
estructurados con la enseñanza permanente de valores y principios éticos, donde 
el fortalecimiento a la familia es importante para que desde el hogar los jóvenes 
crezcan una educación plena, y sana para ser buenos ciudadanos.  
Por ende, considero que la Constitución política nicaragüense se acerca más que 
la de Guatemala al respeto de los derechos fundamentales de los privados de 
libertad. 
 
Otra gran diferencia es que con respecto a la pena máxima, donde en Guatemala 
es de 50 años de prisión, y en Nicaragua es de 30 años, una diferencia de 20 
años, que significa dos décadas de vida de un hombre o mujer. 
En nuestro país, utilizamos el término interno, donde el Régimen penitenciario 
nicaragüense aplica los principios de respeto a la dignidad humana y de igualdad, 
donde ningún interno puede ser sometido a torturas, penas, ni tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. Incluso se prohíbe el maltrato físico o psicológico y 
cualquier otro procedimiento que atente en contra de la dignidad humana del 
interno, a diferencia de Guatemala, utilizan el término “Recluso”, y la finalidad de 
su Régimen es mantener la custodia y seguridad de  las personas reclusas en 
resguardo de  la sociedad y Proporcionar a las personas reclusas las condiciones 
favorables para su educación y readaptación a la sociedad, que les permita 
alcanzar un desarrollo personal durante el cumplimiento de la pena y 
posteriormente reintegrarse a la sociedad.  La diferencia de los fines del Régimen 
de ambos países reflejan que en Nicaragua se preocupan por la integridad física y 
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sicológica del interno/a, y en Guatemala se preocupan por mantener la custodia y 
seguridad del recluso/a. 
Estimo que en el Régimen Penitenciario de ambos países, sus Autoridades se 
encuentran organizadas jerárquicamente, además que cuentan con equipos 
interdisciplinarios, quien tienen la función de valorar la personalidad de cada 
interno, para ubicarlo desde su inicio, y los avances que presentan en su régimen.  
Ambos países utilizan régimen progresivo con el objetivo de la readaptación social 
del privado a la sociedad.   
Aprecio que en ambos países se disponen derechos y obligaciones del cual gozan 
los privados de libertad en el sistema, sin embargo nuestro país, a pesar que 
enfrenta problemas de presupuesto, infraestructura, y sobrepoblación, es 
considerado el país de la región con el marco jurídico penitenciario adecuado y 
personal calificado para implementar la rehabilitación social. 
 
En caso contrario, Guatemala, además de los países de El salvador y Honduras, 
presentan problemas más graves, en tanto tienen la mayor sobrepoblación, los 
mayores porcentajes de reos sin condena, la peor infraestructura carcelaria, poco 
presupuesto, y donde se han cometido graves violaciones a los derechos 
humanos (Centro de Estudios de Guatemala, 2007, p. 13). 
 
Razono que otra diferencia es con respecto a la escuela penitenciaria, en nuestro 
país está encargado por un personal calificado, mientras que las escuelas de 
estudios penitenciarios está a cargo de Catedráticos Militares Activos o en 
situación de retiro. Lo cual militariza el Sistema Guatemalteco.  
 
Otra diferencia que encontré es que el Régimen Penitenciario Guatemalteco no le 
da una atención especializada a los menores de edad,  en nuestro país existe una 
coordinación con las autoridades pertinentes.  
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En la investigación del país de Guatemala encontré que existe alta corrupción 
existente en las cárceles de Guatemala, lo que ha provocado varias fugas de 
prisioneros de alta peligrosidad y asesinatos atroces en innumerables ocasiones, 
son que las autoridades hayan  podido actuar contra los responsables, que 
claramente actuaron en complicidad con las autoridades penitenciarias.  
 
Razono que cada país tiene su forma procedimental para pedir libertad 
condicional, la diferencia radica que en Guatemala, el reo debe tener cumplida la 
mitad o cuarta parte de la pena, a diferencia que en nuestro país son las dos 
terceras partes de la condena, para obtener dicho beneficio.  
 
A mi parecer otra diferencia es que el ordenamiento jurídico penal de Guatemala, 
con respecto a la situación de los procesados, que en el juicio resulten inocentes, 
la ley penal contempla que va indemnizar pecuniariamente a estos procesados, 
por las costas procesales. Esto es una decisión judicial muy importante, por que 
muchas personas procesadas gastan dinero en su defensa, lo cual es un perjuicio 
tanto a su integridad como persona y a su patrimonio, considero también debiera 
establecer este tipo de indemnización en nuestro país.  
Otra diferencia en el régimen de nuestro país, es que casi no existe en el Sistema 
Penitenciario un alto grado de peligrosidad y violencia, a diferencia de  Guatemala, 
el Salvador  y Honduras, dentro de las cárceles, se han registrado graves sucesos, 
con un alto saldo de muertes violentas, producidas principalmente con armas de 
fuego de alto calibre. Supuestos ajustes de cuentas entre jóvenes pertenecientes 
a maras, asesinatos involucrados del obispo Juan José Gerardo Conedera en 
Guatemala, son algunos de estos acontecimientos que ocurren en las cárceles 
centroamericanas de Guatemala, y que permanece sin investigación y en la 
impunidad (Centro de Estudios de Guatemala, 2007, p. 3). 
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Capítulo VI.   Análisis de Libertad condicional de Expediente No. 10/08 
Este análisis se realiza con todo el respeto a las partes involucradas, puesto que es 
un caso de la vida real, donde el referido estudio se realiza con fines educativos. 
También es necesario aclarar que el motivo por el cual el expediente no es 
reciente, ni tampoco es parte del Código Penal vigente (Ley 641 del 2008), por el 
hecho por la naturaleza del incidente de libertad condicional el condenado debe 
llevar cierto tiempo en prisión, a partir de su efectiva prisión para poder llevarse a 
cabo el incidente de libertad condicional, el expediente es del 2008.  Y otras de las 
razones es que Doctor Santamaría me expresó que no podía facilitar un expediente 
reciente que tenga que ver con la Ley 745, puesto que los casos son recientes, y 
están en trámites, y por ética profesional es prohibida la reproducción de un 
expediente que aun no ha sido resuelto.   
Sin embargo, el caso objeto de estudio pertenece a los delitos de Lesión y 
Homicidio, son delitos que no están taxativamente prohibidos por la ley 745, y vale 
la pena estudiar cómo se tramita en la práctica la libertad condicional en nuestro 
ordenamiento jurídico, cuales son los requisitos legales, y que fundamento legal se 
ampara el judicial para resolver la libertad condicional a favor de los condenados. 
En este capítulo se realiza el análisis del beneficio del libertad condicional tramitado 
en el Juzgado de Ejecución de sentencia y vigilancia Penitenciaria del 
Departamento de Granada. El análisis abarca desde las sentencias de dos 
expedientes judiciales bajo los números 0330-0533-07 PN y el 0271-0533-07, 
donde ambos expedientes pertenecen al mismo condenado Wilbert Ernesto Urbina 
González, por lo que las dos causas judiciales fueron unificadas hasta la resolución 
del juez de Ejecución del referido juzgado. 
La sentencia de Homicidio: se da bajo la sentencia No. 67, Expediente No. 330-
0533-07Pn, emitido en el Juzgado de Distrito Penal de Juicio de Granada, el 14 de 
Diciembre del 2007, donde el acusado es Wilbert Ernesto Urbina González por el 
ilícito de Homicidio en perjuicio de Donny René García Ramírez. 
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Dentro de la relación de los hechos, el caso se realizó el 15 de Septiembre del 
2007, donde el acusado estaba acompañado con sus amigos Carlos José 
Espinoza, Wilbert Aguilar, Ronald Ramírez y Enrique Hernández, quienes tomaban 
había licor y jugaban naipes en la Sabaneta, cuando Wilbert Ernesto Urbina 
González le pidió un trago de licor a la víctima, quien le contestó que no había 
guaro para él, lo que molestó al acusado, dándole dos estocadas, una en la parte 
trasera del lado derecho de la base del cuello,  lesionándole la médula espinal, lo 
que provocó que la victima cayera hacia atrás, aprovechando el acusado para darle 
otra estocada al lado izquierdo del pecho, profundizándole en la cavidad toráxico, 
lesiones que ocasionaron hemorragia interna causándole la  muerte a la víctima. 
4.1. Calificación Legal del ilícito de Homicidio 
Están tipificados en el artículo 128 del código penal, que establece que comete 
delito de homicidio el que priva de la vida a otro y tendrá como pena de 6 a 14 
años de presidio.  
El homicidio es la muerte causada por una persona a otra, ejecutada ilícitamente y 
con violencia.  Para Carrara es la destrucción del hombre, injustamente cometida 
por otro hombre (Ossorio, 1994, p. 474).  
En este ilícito, el bien jurídico protegido es la vida. 
En el Considerando se establece que en la audiencia oral y pública realizada el 
Diez de Diciembre del 2007, el acusado admitió su culpabilidad en los hechos y su 
plena responsabilidad del delito antes descrito, a la vez se le instruyo al acusado 
que la aceptación del delito implicaba la renuncia al juicio y a la imposición de la 
sentencia condenatoria.  De la cual había sido acordada. Se comprobó la veracidad 
y espontaneidad de las afirmaciones del acusado, y aun así mantuvo su decisión,  
y por acuerdo entre las partes se solicito la pena de 6 años, de prisión, esta 
admisión de los hechos se encuentra regulada en el Arto.271 CPP.  
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Constituye un derecho soberano del acusado. Y al haber admitido la 
responsabilidad Wilber Ernesto Urbina González se le declaro culpable por el delito 
de Homicidio en perjuicio de quien en vida fuera Donny René García Ramírez, y se 
le impuso la pena de seis años de prisión. La cual debió cumplir en el Sistema 
Penitenciario de esta ciudad. 
Bajo la sentencia No. 5 de Lesión el Expediente No. 0271-0533-07 PN, el juzgado 
de Distrito de lo Penal de Juicio de Granada, el Veintinueve de Enero del Dos Mil 
Ocho dictó sentencia en contra de Wilbert Ernesto Urbina González, quien fue 
acusado por el delito de Lesión en perjuicio de Lenin Javier Jaime Término.  
4.2.  Relación de los Hechos 
En la relación de los hechos el Ministerio Publico acuso por que el día 8 de Julio del 
2007 en la madrugada, se encontraba la victima Lenin Javier Jaime en la vía 
pública en la calle La Sabaneta, cuando se le acercó el acusado, quien estaba 
inhalando pega, y sin cruzar palabras le dio un empujón y le lanzo el vaso de pega 
que portaba en sus manos al señor Lenin Javier Jaime, causándole a la victima 
lesiones, señalado como poli trauma facial, edema en la parte derecha de la nariz y 
lesión en el perietal derecho, donde tales lesiones dejaron cicatriz visible y 
permanente en el rostro. 
4.3. Calificación Legal de la Lesión  
Este hecho, fue tipificado como Lesión, el cual se encuentra enunciado en el Arto. 
137 y 139 del Código penal de 1974.  
El Código penal de 1974 señala que bajo el nombre de lesión se comprende no 
solamente las heridas, contusiones, escoriaciones, fracturas, dislocaciones y 
quemaduras, sino toda alteración en la salud y cualquier otro daño que deje huella 
material en el cuerpo humano, si estos efectos son producidos por una causa 
externa (Arto.137 CP).  
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Al que deje cicatriz permanente en el rostro, se impondrá de dos a cinco años de 
prisión y multa de Cincuenta a Trescientos Córdobas. Si la lesión en el rostro no 
fuere permanente, se impondrá al reo la pena de seis meses a un año de prisión.  
Al que deje cicatriz visible y permanente en parte del cuerpo dejen al descubierto a 
causa de su profesión, oficio, sexo o costumbres, será sancionado con la pena de 
uno a tres años de prisión. (Arto.139 CP) 
La lesión es definida por el Diccionario de la Real Academia Española (2010)como 
el daño o detrimento corporal causado por una herida, un golpe o una 
enfermedad. También la define como el delito que consiste en causar un daño 
físico o psíquico a alguien.  
El bien jurídico protegido para las lesiones, es la integridad física o psíquica de la 
persona. Dentro de los daños físicos, podemos tomar en cuenta el daño en el 
cuerpo o en la salud, como cuando se destruyen total o parcialmente los órganos 
del cuerpo o se dejan señas visibles que menoscaben la apariencia externa e 
interna de la persona afectada. 
Este tipo penal, es un delito de resultado, puesto que la lesión que atenta contra la 
integridad física de la persona es visible. 
En las lesiones graves se da un menoscabo en la salud física y psíquica al sujeto 
pasivo, por tanto estas lesiones al ocasionar trastornos físicos o mentales de la 
persona pueden poner en peligro la vida de la víctima (Delgado, 2006). 
En el considerando, donde se tomó en cuenta que en la Audiencia Oral y Pública, 
que fue realizada el veintiocho de Enero del 2007, donde se evacuó la prueba 
perital y testimonio del médico forense Dr. Mario Hernández, y el acusado admitió 
su participación en los hechos y su plena responsabilidad respecto del delito, por 
tal razón el Ministerio Publico solicito la Clausura Anticipada del referido juicio, de 
conformidad al Arto.305 CPP, al haber conformidad del acusado, con los hechos 
que se le atribuyen. Y se hace alusión a lo establecido al Arto.271 del CPP, que 
establece la potestad del acusado para admitir de forma espontanea su 
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participación de los hechos, y por ende se declara al Acusado Wilber Ernesto 
Urbina González Autor del delito de Lesión en perjuicio de la víctima. 
En el por tanto, la Juez resolvió que al haberse declarado culpable al acusado, se 
le impone la pena de Dos años de prisión al acusado, pena que debía cumplir en 
el Sistema Penitenciario de Granada.  
4.4. Incidente de Libertad Condicional 
La defensora Publica Araceli Quintero Cortez, representante legal del privado de 
libertad Wilbert Ernesto Urbina Gonzales, solicitó al Juez de Distrito Penal de 
Ejecución de Sentencia y Vigilancia Penitenciaria de Granada Dr. Vicente 
Santamaría Ramos, la libertad condicional a favor del reo, ya que por reunir los 
requisitos legales correspondientes a tiempo y condiciones personales adecuadas 
del privado de libertad. 
Según sentencias emitidas por el Juzgado de Distrito Penal ,el privado de  libertad 
descuenta una pena de 8 años de prisión y que por las condiciones jurídicas para 
disfrutar del incidente de libertas condicional además de las condiciones personales 
requiere haber descontado 2/3 partes. (Arto.108 del Código de 1974) de la pena 
impuesta que en este caso sería de 5 años y 3  meses. 
La prueba documental aportada acredita que su representado se encuentra 
detenido desde 15-9-2007 y que a la fecha presenta un total de 3 años, 4 meses 3 
días de efectiva prisión. Al mismo tiempo el sancionado se ha encontrado 
trabajando sin retribución desde 14-12-2007. 
4.5.  Motivación de la Gestión 
La fiscal se basa en que el incidente de Libertad Condicional constituye un cambio 
de medida de política criminal a través del cual se procura asegurar la reinserción 
paulatina del privado de libertad a su entorno social. 
La legislación nacional cumpliendo con esa directriz incorpora el instituto de libertad 
condicional en los artículos 108 del código penal de 1974. 
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En el caso de autos, se ha señalado las fechas de detención y periodo laborados 
por el interno, por lo que a la fecha tiene cumplido el tiempo necesario para 
disfrutas del incidente que se le solicita. 
4.6.  Calificación legal 
Este hecho ha sido tipificado con los fundamentos legales que establecen los 
artículos 3, 7, 26, 27, 36 y 39 de la Constitución Política, numeral 60 de las Reglas 
Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos, artículo 402 
y siguientes del Código Procesal Penal y Arto.108 del  Código Penal 1974.  Escrito 
presentado el 17 de enero del año 2011. 
4.7.  Resolución del Juez de Ejecución 
El día 21 de Enero del mismo año,  mediante cédula judicial se accedió  al trámite 
del incidente interpuesto por la fiscal a favor del condenado. 
En la evaluación de conducta que emitió el Sistema Penitenciario con fecha del 15 
de septiembre del mismo año, aduce que el sentenciado fue capturado por la 
Policía Nacional el día 15-09.2007 y que a la fecha del primero de abril del 2011 
acumula 3 años, 4 meses y 10 días de efectiva prisión. 
En dicho periodo el reo había demostrado una conducta aceptable al tratamiento 
reeducativo, cumpliendo con las Normas establecidas en nuestra legislación 
penitenciaria según la Ley 473. Ley de Régimen Penitenciario y Ejecución de la 
Pena,  a la vez ha demostrado buenas relaciones con el colectivo de internos y 
siendo respetuoso ante la autoridad penitenciaria y personalidades que visitan el 
sistema, también ha recibido estimulo en el tercero y cuarto trimestre del año 
2010. 
En la actualidad el evaluado se mantiene integrado a la instrucción escolar 
cursando actualmente el Quinto año de educación secundaria mediante la 
modalidad de encuentros sabatino,  en ese mismo año 2010 participo en la 
capacitación técnica de metalúrgica auspiciada por el Poder Ciudadano. 
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En el tiempo laborado y las labores que ha realizado a partir del  14 de Diciembre, 
se le integró al trabajo penitenciario, realizando actividades de servicios generales, 
y en la actualidad se encuentra trabajando en el traslado de paquetería del área 
de atención y tramite a la población penal. Acumulando así 3 años, 3 meses y 17 
días de trabajo penitenciario. 
En lo que se refiere a las actividades artísticas este reo no ha demostrado 
cualidades para esta actividad. 
En las actividades deportivas participa en futbol sujeto a programación. En las 
otras actividades  participa activamente como en las que organiza la iglesia 
Evangélica. Y habiendo cumplido así con la Ley 473 y su reglamento ha recibido 
estímulos de cartas de reconocimientos por su disciplina laboral y actitud ante el 
tratamiento reeducativo. 
Dicha carta evaluativa fue remitida a solicitud que hiciera la Defensora Publica, y 
dándole ha lugar el Juez el día 3 de mayo del 2011. 
El día 27 de Mayo de este año, se llevo a cabo el Juicio Oral y Público del 
condenado, en el local del Juzgado Penal de Distrito de Ejecución de Sentencia de 
Granada, el objeto de dicha audiencia es debatir sobre el incidente de la  Libertad 
Condicional del Reo, quien fue condenado a la pena de 8 años de prisión, 
representándolo en esta misma audiencia la defensora Aracely Dennis Ocon, y 
haciendo su presentación expresando que ha solicitado el incidente de libertad 
condicional a favor de su defendido, y quien fue condenado por el delito de 
homicidio 6 años y 2 años por el lesión, ella se basa que su defendido fue 
condenado con la legislación del código de 1974. 
 y basándose en los Artos.108Pn, el Arto.111 Pn. señala  que el reincidente no se 
le puede conceder la libertad condicional si no ha cumplido las 4 quintas partes, 
según la evaluación de conducta con el tiempo de efectiva prisión y el trabajo no 
remunerado por el reincidente si ha cumplido su defendido con las 4 quintas 
partes, también establece sobre las cartas de conducta y el comportamiento que 
este ha demostrado en el sistema, y que por esta razón es que le han asignado 
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una área laboral desde el año 2007, y que según la carta evaluativa efectivamente 
su defendido había cumplido un periodo acumulado de efectiva prisión de 3 años, 
3 meses, y 17 días y laborado no remunerado 3 años, 3 meses y 17 días, y que la 
sumatoria de estos dos supera el tiempo requerido.  La fiscal solicitó de 
conformidad con el Arto.87 y 88  y 108 Pn.  
En  cuanto el aspecto disciplinario se fundamentó en la hoja de conducta del 
condenado, y todas las actividades que ha venido desarrollando su defendido en 
el lapso de tiempo en el reclusorio, a como es haber aprobado su bachillerado y la 
integración a las actividades que promueve dicho sistema. 
Mientras tanto el Ministerio Público dijo que habiendo constatado que 
efectivamente el reincidente había cumplido con la efectiva prisión descrita 
anteriormente y verificado la conducta de este no se opone a que se le otorgue el 
beneficio de incidente de Libertad Condicional. 
En la sentencia dictada por el Juez Vicente Santa María, se apegó a lo que en 
derecho corresponde teniendo el asidero legal en los Artos.404, 407.2 CPP, y  87, 
88 y 108 Cn. 
Y señala que habiendo cumplido con los requisitos que debe obtener la solicitud 
del incidente de Libertad Condicional dio ha lugar con lo solicitado por la 
Defensora Publica debido a que el MIP, tampoco se opuso a dicha petición. Giro 
oficio de libertad a favor del sentenciado a la autoridad correspondiente en este 
caso al Sistema Penitenciario. 
 
 
 
4.8.  Medidas Impuestas 
Una vez que dio ha lugar a dicha petición el judicial le impuso las medidas 
correspondientes: 
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Prohibición del consumo de cualquier tipo de droga, y frecuentar los 
establecimientos donde se promueva las mismas,  se le estableció la presentación 
periódica en la adjudicataria que fue absuelto poro un año debiéndose presenta 
una vez al mes, la prohibición de acercarse a lugar de los hechos, así como a las 
víctimas, la portación de armas de fuego, salir a las afueras de la ciudad de 
Granada por un año. 
Comúnmente, el proceso de libertad condicional, es un proceso sencillo, donde se 
toma muy en cuenta los antecedentes penales del condenado, por tal razón, todos 
los juzgados emiten una carta de no Antecedentes penales. 
Otro punto esencial es la hoja evaluativa del reo, donde es esencial que el juez de 
Ejecución pueda observar su comportamiento, si se integra a laboral, estudiar, o 
alguna otra actividad, para valorar que este interno, puede reintegrarse a la 
sociedad.  
 
 
 
 
 
 
 
 
CONCLUSIONES 
1. Se ha cumplido con la hipótesis planteada en esta investigación. A lo largo de la 
tesis se ha explicado que el incidente de libertad condicional, constituye un 
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beneficio de política criminal a través de cual se procura asegurar la reinserción 
paulatina del privado de libertad a su entorno social, conforme a las exigencias de 
una buena práctica penitenciaria y el cumplimiento de la finalidad constitucional y 
legal de la pena”. 
 
2. La rama de Derecho Público relacionada con la libertad condicional es el 
Derecho Penitenciario es el conjunto de normas que regulan la readaptación de 
los individuos sujetos a una sentencia privativa de libertad. Donde el Derecho 
Penitenciario nace paralelamente del derecho penal, donde es un medio para 
obtener un cambio de conducta personal, y mental de los condenados teniendo 
como base la sanción correctiva de su privación de libertad.  
 
3. Es necesario hacer mención, que en Nicaragua no hay una legislación que 
regule de manera integral el Sistema Penitenciario. Lo que existe  es un conjunto 
de leyes y decretos ejecutivos y disposiciones administrativas, siendo estos: Lo 
previsto al respecto por la Constitución  política de la república de Nicaragua, 
diversas normas internacionales, las leyes ordinarias tales como el Código penal, 
el Código Procesal Penal, el Código de la Niñez y Adolescencia, la Ley Orgánica 
del  Ministerio de Gobernación,  la Ley de Organización  y Competencia y 
Procedimientos  del Poder Ejecutivo y las Leyes 473 y 745 del Régimen 
Penitenciario Nicaragüense. 
 
4. La actividad del Sistema Penitenciario Nacional tiene por finalidad la 
readaptación social integral de los privados de libertad que se encuentren internos 
en el Sistema, en beneficio de la familia y la sociedad nicaragüense. Donde las 
técnicas de educación implementada por nuestro Sistema Penitenciario 
nicaragüense es el método reeducativo, donde en nuestro país los reos reciben 
educación primaria, secundaria e incluso técnica, donde también aprenden oficios 
como electricistas, aprenden soldaduras, hacer manualidades, etc. Donde este 
sistema humanitario de educación contribuye a disminuir el encarcelamiento 
indiscriminado de las personas. 
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5. La ley regula al régimen que tienen los privados de libertad, conociendo  la 
estructura fundamental de sus autoridades, las condiciones que la ley señala con 
las que debe contar el centro penitenciario; su tratamiento penitenciario, su 
régimen progresivo que comienza con el sistema de adaptación, es decir cuando 
apenas ingresa al sistema, hasta llegar al sistema de convivencia familiar, que es 
cuando la ley determina que este interno ya está por salir del sistema, y se esta 
preparando para ser de nuevo parte de la sociedad, donde el interno puede salir 
por cumplir su condena, o  salir bajo condición de los beneficios legales que la ley 
le otorga, y señalar sus derechos y obligaciones que tienen en el sistema como 
interno. 
 
6. El Sistema Penitenciario Nacional aplica los principios de respeto a la dignidad 
humana y de igualdad, donde ningún interno puede ser sometido a torturas, 
penas, ni tratos crueles, inhumanos o degradantes. La referida ley no restringe la 
libertad condicional, sino que la deja en manos de nuestra legislación penal los 
requisitos que deben llenar los penados para poder gozar de este beneficio. 
7. La ley 745 define a La libertad condicional como el beneficio que se le concede 
judicialmente a los condenados después que hayan cumplido una determinada 
parte de su condena, y observado buena conducta, siempre que haya sido reo 
primario, y si el judicial competente le otorga el beneficio, el reo debe someterse a 
ciertas reglas, hasta la finalización de su condena.  Se otorga libertad condicional 
en los delitos graves y menos graves, cuando a la persona condenada haya 
cumplido las dos terceras partes de efectiva prisión, cuando concurran las 
circunstancias del Código Penal. 
 
 
8. El Código Penal, señala la libertad condicional, en su artículo 96, a las penas de 
prisión que excedan de cinco años que cumplan con los requisitos solicitados, 
pero lo único que prohíbe es el beneficio de libertad condicional en los delitos de 
abuso sexual cometidos contra menores de edad, contemplado en el articulo 181 
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Código Penal de Nicaragua, específicamente a las personas que hayan cometido 
ese delito en la entrada en vigor del Código en el 2008. 
 
9. La ley 745 no solamente regula el beneficio de la libertad condicional, sino que 
viene a restringir que delitos pueden o no gozar del beneficio de libertad 
condicional.  Razono que esta ley 745 es violatoria a los derechos constitucionales 
de los condenados, ya que  viola los artículos 4, 7, 26, 27, 36, y 39 de la 
Constitución Política, numeral 60 de las reglas mínimas de las Naciones Unidas 
para el tratamiento de los reclusos, el  artículo 567 de las Disposiciones 
transitorias, incisos 1 y 2 del Código Penal, que establecen que los delitos y faltas 
cometidos con anterioridad a la entrada en vigencia del código actual, se juzgaran 
conforme al Código Penal de 1974. 
 
10. El Ministerio de Gobernación  violenta  las normativas del Sistema 
Penitenciario, como es el caso del bajo presupuesto que le da al sistema, lo cual 
perjudica a los privados de libertad en la racionalización de su alimentación,  
también el Ministerio de Gobernación no regula la retardación en los tramitación 
de los reos que ya tienen orden de libertad, y están internos ilegalmente en la 
cárcel, al igual  se dilata la tramitación de la convivencia familiar de los casos 
especiales de reos que tienen enfermedad terminal.  
 
11.  Es claro que nuestro país ha sido destacado por la comunidad internacional 
de tener un buen Régimen Penitenciario, en comparación con los hermanos 
centroamericanos, por los objetivos de velar por la integridad de los internos, e 
implementar políticas estratégicas para luchar por su reintegro, tal y como se 
aplicaba con la Ley 473.  
 
12. Sin embargo la restricción de Ley 745 es un problema jurídico y social, puesto 
que la población de estos internos, al tener conocimientos que no van a gozar de, 
beneficio de libertad condicional, siendo uno de los requisitos tener buena 
conducta, así mismo asimilo que no les va importar tener un buen comportamiento 
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en el sistema.  Otro problema de reintegro, es que si ellos no tienen derecho a 
laborar, va ser un problema para el Equipo Interinstitucional ayudar a este interno 
a reintegrarse  a ser de nuevo parte de la sociedad. De tal manera, que se va 
perder la finalidad del Régimen Penitenciario Nicaragüense en la lucha de la labor 
de rehabilitarlos, la cárcel se va ver como castigo, como desintegración, 
desigualdad, lo cual va ser para nuestro reconocimiento ante la comunidad 
internacional por tener un sistema reeducativo, ya no un avance, sino un 
retroceso. 
 
13. Nicaragua tenía un Sistema Penitenciario reconocido, pero se vio obligada por 
las justas exigencias del bien común y la guerra declarada por parte de los 
Estados Unidos, y otra disfrazada de constitucional en Europa, a raíz de sucesos 
que conmovieron a la comunidad internacional del 11 de Septiembre del 2001 en 
New York, y del 11 de Marzo del 2004 en Madrid. 
 
14. Significa que Nicaragua, por ser un país subdesarrollado, dependiente de 
países del tercer mundo como EEUU y Europa, para no ir en contra de sus 
políticas criminales, y seguir la corriente para no ser enemigos de estos países, 
sacrificamos los derechos fundamentales y constitucionales de los reos del 
Sistema Penitenciario de Nicaragua, quienes con esta ley 745 les restringe el 
beneficio de gozar de libertad condicional, y por ende interrumpe con el régimen 
progresivo que se aplica en nuestro Sistema Penitenciario Nicaragüense.  
 
 
 
RECOMENDACIONES 
1. El estudio permitió conocer que el Sistema Penitenciario Nicaragüense se 
esfuerza por cumplir los objetivos que le define la Constitución, y demás leyes. En 
general respetan los derechos humanos, y realizan acciones dirigidas con fines 
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reeducativas.  Sin embargo hay serias dificultades por su raquítico presupuesto 
que les entregan al Sistema Penitenciario. Por ende, el Gobierno debe elaborar 
políticas dirigidas al Sistema Penitenciario, y garantizar la elaboración y ejecución 
de programas y proyectos que materialicen su misión, en especial las 
pertenecientes a la salud, educación y trabajo. 
 
2. El Ministerio de gobernación, al ser el órgano superior que regula al Sistema 
Penitenciario nicaragüense, debe regular y contralar fuertemente la administración 
de las Autoridades del sistema, evitando que dichas autoridades violenten los 
derechos fundamentales de los privados de libertad, y dar un presupuesto 
económico que esté de acuerdo a las necesidades de los sistemas penitenciarios 
de nuestro país. 
 
3. Las personas que trabajan en control penal, manifiestan como uno de sus 
mayores problemas son los procesos judiciales lentos, los abogados/as de oficio 
abandonan la causa. Por tal razón las autoridades del sistema judicial, deben 
realizar coordinaciones con las instituciones como la Defensoría Publica, y jueces, 
a fin de acelerar el debido proceso. 
 
4. Las restricciones que impone la ley 745 de ciertos delitos de libertad 
condicional, va crear un problema en la reinserción social, es por tal razón que el 
Estado debe tomar en consideración que el cumplimiento de la pena, no debe 
significar la violación de los derechos fundamentales que toda persona tiene, ni 
que le cierren las puertas a una posible reinserción social.  
 
5. No se trata de una abolición total de las cárceles, sino que el Estado debe 
ofrecer a la persona que violenta la ley, más variadas alternativas que faciliten un 
proceso de socialización real, que le dé posibilidades para reivindicar y potenciar 
sus capacidades humanas. Por tal razón nuestro gobierno debe estudiar 
seriamente los contras que puede repercutir esta Ley 745 en nuestro Sistema 
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Penitenciario Nacional, y tomar medidas necesarias para buscar los beneficios de 
nuestro orden interno.  
 
6. Es importante destacar que por ser un problema social, debe ser asumido por 
la sociedad, en la búsqueda de soluciones, puesto que el uso de la detención 
preventiva trae como consecuencia la desintegración familiar, la estigmatización 
de la persona. Por ende debe haber una concienciación en la sociedad.  
 
7. Se dan casos, donde la persona no necesariamente tiene que pasar 6 meses 
encerrado en la primera fase de adaptación, cuando el encierro no tuvo razón, el 
interno sale con rencor, no cumple con la rehabilitación, y sale con actitud de 
venganza.  Para progresar de régimen, deben demostrar buena conducta, pero 6 
meses de encierro es demasiado castigo. En tal sentido, es recomendable que se 
revise el tiempo de adaptación.  
 
 
 
 
 
 
 
 
